Aplicación del convenio para evitar la doble tributación entre Ecuador y el Reino de España a través de casos prácticos by Carrera Mancheno, Andrés Fernando
  
PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DEL ECUADOR 
FACULTAD DE CIENCIAS ADMINISTRATIVAS Y CONTABLES 
 
APLICACIÓN DEL CONVENIO PARA EVITAR LA DOBLE 
TRIBUTACIÓN ENTRE ECUADOR Y EL REINO DE ESPAÑA A 
TRAVÉS DE CASOS PRÁCTICOS. 
 
 
TRABAJO DE TITULACIÓN DE GRADO PREVIA LA OBTENCIÓN 
DEL  TÍTULO DE INGENIERO EN CONTABILIDAD Y AUDITORÍA, 
CPA 
 
 
ANDRÉS FERNANDO CARRERA MANCHENO 
DIRECTOR: CPA ING. COM. W. ARMANDO LITUMA D. MGTR 
 
 
QUITO, NOVIEMBRE 2014
ii 
 
DEDICATORIA 
 
  
Abuelito este trabajo es para ti, sé que estarías orgulloso y 
aunque ahora no lo pueda escuchar de ti, será hasta nuestro 
próximo abrazo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
iii 
 
 
 
AGRADECIMIENTO 
  
 
 
Estaré eternamente agradecido contigo mamá porque no 
hay persona más sacrificada y entregada a sus hijos que tú. 
Has sido mi ejemplo, mi guía y mi confidente durante toda 
mi vida y me has hecho quién ahora soy, todos mis logros 
son tuyos. 
 
A Armandito por inspirar en mí el interés por esta materia 
desde el primer día de clases, y por todo el invaluable 
tiempo y conocimiento que ha compartido conmigo.  
 
 
 
 
 
 
 
 
  
iv 
 
ÍNDICE 
INTRODUCCIÓN, 1 
1. INTRODUCCIÓN A LA FISCALIDAD INTERNACIONAL, 2 
 
1.1 LA DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL, 2 
1.1.1 Doble imposición jurídica internacional, 4 
1.1.2 Doble imposición económica internacional, 6 
1.1.3 Medidas para eliminar la doble imposición internacional, 7 
1.1.3.1 Soluciones unilaterales, 7 
1.1.3.2 Soluciones bilaterales, 10 
1.1.3.3 Soluciones multilaterales, 12 
 
1.2 EL MODELO OCDE, 12 
1.2.1 Antecedentes históricos, 13 
1.2.2 Utilización del convenio, 15 
 
1.3 LOS CONVENIOS PARA EVITAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN, 16 
 
1.4 PREÁMBULO AL CONVENIO SUSCRITO ENTRE ECUADOR Y ESPAÑA, 18 
1.4.1 Establecimiento permanente, 21 
 
2. REQUISITOS Y PROCEDIMIENTOS, 23 
 
2.1 CERTIFICADOS DE RESIDENCIA FISCAL, 24 
 
2.2 CERTIFICADOS DE PERTINENCIA DE GASTOS, 31 
 
2.3 LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS, 34 
 
3. APLICACIÓN DEL CONVENIO SUSCRITO ENTRE ECUADOR Y ESPAÑA, 
39 
 
3.1 RENTAS INMOBILIARIAS (ARTÍCULO 6), 39 
 
3.2 BENEFICIOS EMPRESARIALES (ARTÍCULO 7), 43 
 
3.3 NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA (ARTÍCULO 8), 47 
 
3.4 EMPRESAS ASOCIADAS (ARTÍCULO 9), 49 
 
3.5 DIVIDENDOS (ARTÍCULO 10), 50 
3.5.1 Dividendos pagados desde Ecuador hacia España, 50 
3.5.2 Dividendos recibidos en Ecuador provenientes de España, 53 
  
v 
 
 
3.6 INTERESES (ARTÍCULO 11), 54 
 
3.7 CÁNONES O REGALÍAS (ARTÍCULO 12), 61 
 
3.8 GANANCIAS DE CAPITAL (ARTÍCULO 13), 68 
 
3.9 TRABAJOS INDEPENDIENTES (ARTÍCULO 14), 70 
 
3.10 TRABAJOS DEPENDIENTES (ARTÍCULO 15), 75 
 
3.11 MIEMBROS DE CONSEJOS O DIRECTORIOS (ARTÍCULO 16), 78 
 
3.12 ARTISTAS Y DEPORTISTAS (ARTÍCULO 17), 78 
 
3.13 PENSIONES (ARTÍCULO 18), 83 
 
3.14 FUNCIONES PÚBLICAS (ARTÍCULO 19), 84 
 
3.15 ESTUDIANTES (ARTÍCULO 20), 85 
 
3.16 PROFESORES (ARTÍCULO 21), 87 
 
3.17 OTRAS RENTAS (ARTÍCULO 22), 90 
 
3.18 PATRIMONIO (ARTÍCULO 23), 91 
 
4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES, 93 
 
4.1 CONCLUSIONES, 93 
 
4.2 RECOMENDACIONES, 95 
 
BIBLIOGRAFÍA, 97 
 
ANEXOS, 100  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
vi 
 
 
ÍNDICE DE CUADROS 
 
Cuadro 1: Convenios Vigentes, 17 
Cuadro 2: Ejemplo artículo 6, 42 
Cuadro 3: Ejemplo artículo 7, 46 
Cuadro 4: Tabla de amortización artículo 11, 58 
Cuadro 5: Ejemplo artículo 11, 60 
Cuadro 6: Primer ejemplo artículo 12, 66 
Cuadro 7: Segundo ejemplo artículo 12, 67 
Cuadro 8: Ejemplo artículo 14, 74 
Cuadro 9: Ejemplo artículo 21, 90 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
vii 
 
RESUMEN EJECUTIVO 
 
En la actualidad debido al fenómeno de globalización vivido en todo el planeta, las 
empresas no se limitan a operar dentro de un país y llegan a servir a varios países e incluso 
a regiones enteras; las transacciones comerciales, transferencias financieras y los negocios 
en sí, han llegado a darle un gran realce e impacto al tema de la fiscalidad internacional, 
esta realidad ha motivado el presente trabajo de titulación. 
 
El estudio inicia con un recorrido a través de la casuística relacionada con la doble 
imposición internacional, tema que es tratado en el primer capítulo. En este capítulo se 
observan los diferentes tipos de doble tributación que se pueden presentar cuando se 
realizan transacciones o se mantienen relaciones comerciales internacionales. Además 
aquí se presentan los diferentes tipos de soluciones que existen, las mismas que pretenden 
de alguna manera remediar este fenómeno conocido como doble tributación internacional. 
 
Para complementar el primer capítulo se analiza a fondo el Modelo de Convenio creado 
por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) para evitar 
la doble imposición fiscal en materia de Impuesto a la Renta y sobre el Patrimonio, el 
mismo que es utilizado como base para la negociación y firma de la mayoría de 
Convenios de este tipo firmados y vigentes a nivel mundial. Este capítulo concluye con un 
preámbulo al Convenio firmado entre Ecuador y España que revisa los primeros artículos 
de este convenio destacando los aspectos más importantes. 
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En un capítulo siguiente se presenta a detalle toda la información relacionada con los 
requisitos establecidos por la legislación ecuatoriana que son imprescindibles al momento 
de acogerse a las disposiciones presentadas en el Convenio, los temas tratados incluyen 
los certificados de pertinencia de gastos y de residencia fiscal y la legalización de estos 
documentos. 
 
El tercer capítulo es el núcleo de esta investigación, en éste se realiza un análisis 
individual de cada uno de los artículos que presentan un tratamiento para los diferentes 
tipos de rentas abarcados por el Convenio. Este análisis incluye casos prácticos de 
aplicación que aclaran el procedimiento a seguir y muestran el beneficio económico que 
se puede obtener como resultado. 
 
Finalmente, en las conclusiones se plantea un modelo matemático que permite a los 
contribuyentes determinar con exactitud cuál es el efecto financiero que se produce al 
aplicar el Convenio para los diferentes casos y de este modo permite tomar una decisión 
en cuanto a la conveniencia de aplicar el Convenio o de no hacerlo, tomando en cuenta las 
repercusiones que esta decisión tendrá en la participación laboral, el impuesto a la renta y 
por ende en la línea final del balance de situación financiera. 
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INTRODUCCIÓN 
 
El estudio pretende realizar un análisis a fondo de los artículos presentados en el Convenio 
para Evitar la Doble Imposición firmado entre la República del Ecuador y el Reino de 
España. Una parte muy importante de este estudio consiste también en detallar a fondo todos 
los requisitos que se deben cumplir para poder acogerse efectivamente a todas las 
disposiciones encontradas en los artículos. 
 
Cada artículo del Convenio presenta el tratamiento que deben recibir los diferentes tipos de 
rentas; el análisis que se realiza es individual para cada artículo y presenta un caso práctico en 
el que se ejemplifica la aplicación de las disposiciones presentadas en el artículo, así como, en 
los casos que aplica, el beneficio económico obtenido fruto de la correcta aplicación de dichas 
disposiciones. 
 
A manera de conclusión se presenta un modelo matemático que permite a los contribuyentes 
determinar el valor exacto de ahorro efectivamente alcanzado a través de la aplicación de los 
diversos artículos tomando en cuenta los gastos en los que tendrán que incurrir para cumplir 
con las disposiciones impuestas en la Ley de Régimen Tributario Interno y su Reglamento. 
Todos los cálculos consideran el efecto causado por los gastos en el Impuesto a la Renta y en 
la participación laboral vigentes en Ecuador. 
  
 
 
1. INTRODUCCIÓN A LA FISCALIDAD INTERNACIONAL 
 
“Una de las consecuencias de la globalización internacional es el fenómeno de la doble 
imposición paralelo a la manifestación de figuras elusivas o evasivas. Frente a estos 
fenómenos, los convenios para combatir la Doble Imposición se convierten en instrumentos 
de gran importancia” (Vallejo & Maldonado). 
 
1.1. LA DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL 
 
En la actualidad y debido al fenómeno de globalización vivido en todo el planeta, las 
empresas no se limitan a operar dentro de un país y llegan a servir a varios países e 
incluso a regiones enteras; las transacciones comerciales, transferencias financieras y los 
negocios en sí, han llegado a darle un gran realce e impacto al tema de la fiscalidad 
internacional. Esto lo confirma el Econ. Miguel Ruiz Martínez en sus comentarios a los 
Apuntes de Fiscalidad Internacional del Econ. Marlon Manya Orellana: “El comercio 
internacional es, sin duda, uno de los elementos que determina el desarrollo económico 
de un país; en ese contexto, la tributación de las rentas que se derivan de las operaciones 
internacionales adquiere una gran importancia.” (Manya Orellana, 2009) 
 
Las transacciones comerciales internacionales pueden  asumir relevancia impositiva con 
referencia a varios Estados, originando así un potencial conflicto de doble imposición
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internacional. Según la definición normalmente adoptada, la doble imposición, se 
configura cuando dos o más Estados aplican tributos similares sobre un mismo 
contribuyente, respecto al mismo hecho imponible y por un mismo período fiscal. 
 
Es precisamente el fenómeno de doble tributación o doble imposición jurídica el que 
originó que los Estados puestos en conflicto en el ámbito tributario, buscaran distintas 
formas o medidas de solución, proveyendo para tal efecto, en términos generales, un 
crédito fiscal o una exención, e incluso, en la actualidad una combinación de ambos, para 
no gravar más de una vez una misma fuente de riqueza. 
 
Al analizar las relaciones económicas entre dos o más países distintos nos encontramos 
con que la principal contrariedad ocasionada en este tipo de relaciones internacionales es 
la doble imposición tributaria, así lo describe el economista Manya en su obra sobre 
fiscalidad internacional: “La concurrencia sobre el mismo contribuyente o sobre los 
mismos hechos de naturaleza económica de las legislaciones tributarias internas de dos o 
más jurisdicciones fiscales plantea prácticamente [en] la totalidad de los casos, 
situaciones de doble imposición”. (Manya Orellana, 2009) 
 
Al tratar estas anomalías es pertinente separarlas en dos clases diferentes que dan lugar a 
situaciones de doble tributación internacional: 
 
 La doble imposición jurídica, que resulta de una doble imposición a la misma 
persona por el mismo concepto y durante el mismo período. 
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 La doble imposición económica, que resulta de la afectación a dos personas distintas 
tratándose de la misma renta. 
 
1.1.1. Doble imposición jurídica internacional 
 
Cuando una misma persona resulta gravada por más de una vez por el mismo 
hecho generador y durante el mismo período se considera que se trata de un caso 
de doble imposición jurídica internacional. Este fenómeno ocurre principalmente 
cuando existen principios de tributación diferentes: 
 
 Por un lado por el principio de residencia o personalista, los residentes de un 
estado tributan por su renta mundial sin que importe cual haya sido el lugar en 
el que se generó; 
 
 Por otro lado por el principio de fuente o territorialidad, se tributa 
independientemente en el lugar en el que se haya obtenido la renta. 
 
Es importante mencionar que aun tomando un criterio determinado de los citados 
arriba, se pueden encontrar discrepancias en cuanto a la definición del criterio 
adoptado. A pesar de que generalmente las legislaciones de los estados, que 
adoptan el criterio personalista o de residencia, consideran a la residencia como el 
punto determinando en la aplicación del impuesto, es posible que por la diferente 
definición de los elementos constitutivos de la residencia que pueden tener las 
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diferentes legislaciones, se produzcan supuestos de doble residencia. Un ejemplo 
de este caso son los siguientes dos criterios de definición de residencia: 
 El lugar de realización de la actividad de la que provienen las rentas 
 La ubicación de la fuente en el lugar de residencia de quien paga por las 
rentas  
 
Para Carlos López Espadafor una solución a este fenómeno que permita 
conseguir una óptima seguridad jurídica eliminando las interpretaciones consiste 
en: “…cuando la ley tributaria utiliza el término residencia, defina en qué sentido 
lo hace, determinando el contenido del mismo. Debemos tener en cuenta que de 
la concurrencia de la condición de residencia depende la aplicación o no de un 
régimen impositivo…” y “…así es necesario buscar la máxima precisión en la 
definición del concepto de residente a efectos de cada tributo.” (López Espadafor, 
1995) 
 
Por este motivo tanto el Modelo de Convenio Tributario sobre la renta y sobre el 
patrimonio emitido por la OCDE, como la Convención Modelo de las Naciones 
Unidas sobre la Doble Tributación entre países desarrollados y países en 
desarrollo, incluyen en su primer capítulo la información sobre el ámbito de 
aplicación del convenio, que detalla las personas y los impuestos comprendidos; 
y en su segundo capítulo las definiciones que rigen al convenio, tanto las 
generales, como las definiciones que catalogan a una persona como residente o 
que ubican a su establecimiento permanente. 
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Es importante mencionar que el término “persona” utilizado en ambos modelos 
de convenio se refiere tanto a las personas físicas, como a las sociedades y a todo 
tipo de agrupación de personas; por lo que los principios de residencia y 
establecimiento permanente se aplican para todos ellos. 
  
1.1.2. Doble imposición económica internacional 
 
La doble imposición económica internacional se produce cuando un mismo hecho 
económico, por ejemplo un ingreso, es gravado por dos o más administraciones 
tributarias diferentes durante el mismo período pero en manos de diferentes 
sujetos pasivos. Este fenómeno ocurre con frecuencia en los grandes grupos 
corporativos internacionales.  
 
Por ejemplo cuando una filial del grupo somete sus utilidades al impuesto por 
beneficios del país en el que opere y posteriormente la casa matriz someta 
nuevamente esos mismos beneficios al pago de impuestos en su país de residencia 
(distinto del primero) cuando los reciba a través de dividendos o por el simple 
hecho de consolidar estados financieros para reportar los beneficios totales del 
grupo económico. 
 
Este fenómeno se ha visto con más frecuencia desde que las administraciones 
tributarias han reaccionado con el fin de corregir la mala distribución de los 
beneficios entre las partes de un grupo económico situadas en diferentes estados; 
esta mala distribución ha sido causada por las políticas de fijación de precios 
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preferenciales aplicadas para las transacciones entre empresas del mismo grupo, 
las cuales no se aplicarían si se tratara de relaciones comerciales con una empresa 
independiente al grupo.  
 
Si bien las distintas legislaciones y tratados internacionales han prestado mayor 
atención a la doble imposición internacional jurídica, actualmente la 
preocupación por el fenómeno de doble imposición económica es creciente; por 
un lado a través de la regulación de las tarifas establecidas para transacciones 
entre partes relacionadas por parte de los principios de plena competencia que se 
vienen incluyendo cada vez más en las legislaciones tributarias de los países; y 
por otro lado la cooperación entre diferentes estados en busca de alcanzar 
acuerdos que sean de beneficio mutuo y que eliminen el fenómeno de doble 
imposición para fomentar las relaciones comerciales.  
 
1.1.3. Medidas para eliminar la doble imposición internacional 
 
Existen varios mecanismos utilizados con el fin de eliminar la doble  tributación 
internacional, que se convierten en soluciones de distintas modalidades: 
 
1.1.3.1. Soluciones Unilaterales 
 
Por medio del mecanismo de exención la legislación de un estado exime, 
a las rentas que sean provenientes del exterior y que hayan tributado en el 
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país en el que se hayan generado, de volver a tributar cuando se 
transfieren los beneficios al residente del último estado.  
 
En el caso de Ecuador este principio se aplica por medio del artículo 49 
de la Ley de Régimen Tributario Interno, que expide el tratamiento sobre 
las rentas del extranjero, manifestando lo siguiente: 
Art. 49.- Tratamiento sobre rentas del extranjero.- Toda persona 
natural o sociedad residente en el Ecuador que obtenga rentas en el 
exterior, que han sido sometidas a imposición en otro Estado, se 
excluirán de la base imponible en Ecuador y en consecuencia no 
estarán sometidas a imposición. En el caso de rentas provenientes 
de paraísos fiscales no se aplicará la exención y las rentas formarán 
parte de la renta global del contribuyente (Ley de Régimen 
Tributario Interno, 2004). 
 
Existe también el mecanismo de imputación o crédito fiscal, bajo el cual 
el estado de residencia grava la renta global, considerando también las 
rentas externas a las obtenidas exclusivamente dentro del estado de 
residencia de la persona. Bajo este mecanismo el fenómeno de la doble 
imposición se resuelve a través de un crédito fiscal obtenido por los 
pagos ya realizados en el exterior por concepto del impuesto que se está 
generando nuevamente. Dicho crédito fiscal se deducirá del nuevo 
impuesto determinado. 
 
En Ecuador este mecanismo también es utilizado pues la normativa 
tributaria así lo permite, sin embargo es aplicable solamente para las 
rentas obtenidas en regímenes fiscales de menor imposición, puesto que 
en regímenes de igual o mayor imposición las rentas están exentas; el 
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artículo 136 del Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno en su literal b) expresa los siguiente: 
b) Salvo los casos determinados en este artículo, en el caso de rentas 
provenientes de paraísos fiscales o jurisdicciones de menor 
imposición, o de países donde dichas rentas no hayan sido 
sometidas a gravamen, éstas formarán parte de la renta global para 
el cálculo del impuesto, constituyéndose el impuesto pagado, de 
haberlo, en crédito tributario (Ley de Régimen Tributario Interno, 
2004). 
 
Para determinar qué Estados son considerados regímenes preferentes o 
de menor imposición el Servicio de Rentas Internas, a través de la 
resolución No. NAC-DGER2008-0182 publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial 285 del 29 de febrero de 2008, emite los lineamientos a 
tomar en cuenta (Servicio de Rentas Internas, 2008). El artículo 3 de la 
resolución en cuestión manifiesta lo siguiente: 
Art. 3.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 2 y 4 de esta 
Resolución, se considerarán paraísos fiscales, incluidos, en su caso, 
dominios, jurisdicciones, territorios, Estados asociados o regímenes 
fiscales preferenciales, aquellos donde la tasa del Impuesto sobre la 
Renta o impuestos de naturaleza idéntica o análoga, sea inferior a 
un sesenta por ciento (60%) a la que corresponda en el Ecuador 
sobre las rentas de la misma naturaleza de conformidad con la Ley 
de Régimen Tributario Interno (Servicio de Rentas Internas, 2008). 
 
 
En consecuencia tomando en cuenta la tarifa vigente desde el 2013 para 
el impuesto a la renta de sociedades, del 22%, las rentas obtenidas en 
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estados en los que la tarifa de impuesto a la renta sea menor al 13.2% 
formarán parte de la base imposible y se someterán al impuesto 
ecuatoriano, con la característica adicional de que el impuesto que se 
haya pagado anteriormente en el régimen de menor imposición 
constituirá un crédito tributario de impuesto a la renta en Ecuador. 
 
1.1.3.2. Soluciones Bilaterales 
 
Las soluciones bilaterales consisten en acuerdos alcanzados entre dos 
administraciones tributarias que buscan eliminar las discordancias, ya sea 
por haber adoptado criterios de asignación diferentes en cuanto a los 
tributos o por diferir en las definiciones de los elementos que intervienen 
en la tributación; de modo que se elimine la doble imposición 
ocasionada. 
 
Es posible aplicar esta solución por medio de la utilización de convenios 
para evitar la doble tributación; este tipo de solución bilateral permite 
distribución de las atribuciones impositivas entre los países en conflicto. 
Este tipo de acuerdos pretenden además ser instrumentos de apoyo en la 
lucha contra la evasión fiscal. 
 
Los convenios para evitar la doble imposición están enfocados 
principalmente en evitar la doble tributación en los impuestos referentes 
a la renta o al patrimonio. Para el caso ecuatoriano, los convenios 
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firmados afectan únicamente al impuesto a la renta debido a que no 
existe un impuesto que grave al patrimonio. 
 
Las Naciones Unidas y la OCDE en aras de facilitar la negociación y 
elaboración de convenios para evitar la doble tributación, han elaborado 
modelos de dichos convenios; dentro de dichos modelos se separan los 
tipos de rentas tratados por artículos, además se incluyen varias 
recomendaciones, comentarios y criterios a seguir en las negociaciones y 
aplicación de los convenios. 
 
A pesar de que las situaciones y casos que pretenden ser resueltos por los 
convenios son muy variados, existe una característica en común que es 
eliminar los escenarios de doble tributación; los mismos que son muy 
complejos de solucionar por medio de medidas unilaterales tomadas por 
las administraciones tributarias de cada país. Algunos ejemplos de los 
casos en los que se presentan este tipo de situaciones son los siguientes: 
 Los criterios incluidos en las legislaciones de los distintos estados 
difieren en cuanto a la determinación del sujeto pasivo provocando 
que la misma persona tribute en dos administraciones fiscales 
distintas. 
 El criterio difiere en cuanto a la ubicación de las fuentes de las que 
proviene la renta, de modo que los mismos beneficios se gravan en 
dos administraciones fiscales diferentes. 
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1.1.3.3. Soluciones Multilaterales 
 
Este tipo de soluciones atacan a la singularidad de la doble imposición a 
través de convenios desarrollados por varios estados que comparten 
características comunes, por ejemplo países dentro de una misma área 
geográfica, con objetivos o dificultades comunes; que acuerdan reformar 
en conjunto sus legislaciones para homogenizar una solución a los 
problemas fiscales en común. 
 
Un ejemplo claro de este tipo de alternativa aplicada con el enfoque de 
evitar la doble imposición, es el convenio firmado entre los países 
miembros de la Comunidad Andina de Naciones, de la que Ecuador es 
parte. Los artículos contenidos en este documento se rigen en las 
transacciones mantenidas entre los siguientes países: Bolivia, Colombia, 
Perú y Ecuador. 
   
1.2  EL MODELO OCDE 
 
La OECD por sus siglas en inglés (Organisation for Economic Cooperation and 
Development) que traducido al español es la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) es un “foro en el que las administraciones tributarias de 
varios países trabajan en conjunto con el objetivo de resolver las cuestiones que surgen 
producto de la globalización, principalmente relacionadas a temas medioambientales, 
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económicos y sociales.” (Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico, 
2010) 
 
 A través de este foro las administraciones tributarias de los países que son miembro 
cuentan con un marco para comparar sus experiencias, resolver problemas comunes, 
determinar las prácticas correctas y coordinar las políticas nacionales e internacionales.  
 
Los países miembro de la OCDE son: son: Alemania, Australia, Austria, Bélgica, 
Canadá, Chile, Corea, Dinamarca, Eslovenia, España, Estados Unidos, Finlandia, 
Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Islandia, Italia, Japón, Luxemburgo, México, Noruega, 
Nueva Zelandia, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, 
República Eslovaca, Suecia, Suiza y Turquía; La Comisión Europea también participa en 
los trabajos de la OCDE. (Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico, 
2010) 
 
1.2.1.   Antecedentes históricos 
 
Los esfuerzos en materia de doble imposición internacional se iniciaron varios 
siglos atrás. El primer hito en esta temática se presenta en el año de 1928 cuando 
se estableció el primer modelo de convenio bilateral que sirvió de base para la 
creación de los modelos de convenio de México, en el año de 1943 y el de 
Londres en 1946, en cuyos principios se inspiraron los 70 convenios que tenían 
firmados en 1955 los actuales países miembro de la OCDE; sin embargo la 
aceptación recibida por los modelos mencionados no llegó a ser unánime en 
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ningún momento, e incluso existían divergencias considerables y  vacíos en otros 
temas relevantes.  
 
El volumen creciente de transacciones realizadas a nivel internacional muestra 
con mayor claridad la importancia establecer lineamientos para evitar la doble 
tributación internacional. Ante este reconocimiento la OCDE a través de su 
Comité Fiscal, emprendió la tarea de elaborar un proyecto de convenio que 
remediara los problemas de doble imposición que enfrentaban sus miembros al 
mantener transacciones internacionales; y es así que en 1963 emiten un 
documento titulado: “Proyecto de Convenio de Doble Imposición sobre la Renta 
y el Patrimonio”.  
 
Siendo conscientes de la rápida y constante evolución de los negocios 
globalizados, se dejó prevista la posibilidad de una nueva revisión del documento 
que se adapte a los nuevos niveles de complejidad en las transacciones realizadas 
internacionalmente; es así que en 1977 se realiza en Paris la publicación del 
nuevo “Modelo de Convenio de Doble Imposición sobre la Renta y el Capital”. 
 
Tomando en cuenta que en la década de los sesenta y setenta existieron cambios 
importantes motivados por la globalización y evolucionó la forma de hacer 
negocios, es de esperarse que estos cambios se vivieron con más fuerza en las 
décadas siguientes, especialmente debido a los avances tecnológicos que 
empezaron a incrementaron exponencialmente; es así que la OCDE a través de su 
comité de asuntos fiscales opta por una nueva modalidad de actualización, la cual 
15 
 
 
 
no espera a realizar una revisión completa del modelo sino que va realizando 
reformas parciales conforme sea necesario. 
 
Este antecedente dio paso a que en 1992 se publique una versión del Convenio 
Modelo en formato de hojas cambiables la cual recogía todas las observaciones y 
recomendaciones planteadas hasta la fecha y mantenía apertura para las 
revisiones parciales futuras que fueran necesarias, este hecho además marcó el 
inicio de una nueva postura de la OCDE que escuchaba a países no miembros que 
tenían convenios firmados con una influencia significativa del modelo planteado 
por la OCDE y desde 1997 considero sus posturas al momento de realizar 
revisiones al modelo. 
 
1.2.2. Utilización del convenio 
 
Desde su primera versión el modelo introducido por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico ha tenido gran acogida entre los países 
suscribientes de convenios internacionales, cuya finalidad es evitar la doble 
imposición fiscal, por lo que se puede resumir la relevancia adquirida por este 
modelo en tres aspectos: 
 
 Por parte de los países que forman parte de la OCDE existe un grado 
sumamente alto de utilización del Convenio en cuestión al momento de 
elaborar sus propios convenios bilaterales.  
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 En las negociaciones realizadas entre países miembros con no miembros 
también se utiliza el modelo como un documento de referencia, e incluso en 
las negociaciones entre países no miembros. 
 
 Debido a la aceptación mencionada en los dos puntos anteriores, el modelo de 
convenio tiene un ámbito de aplicación mundial y por este motivo los 
comentarios que se incluyen dentro de él se han convertido en una guía muy 
utilizada de referencia para la aplicación e interpretación de las disposiciones 
contenidas en el convenio. 
 
El modelo de convenio es de aplicación para todas las personas residentes en uno 
o ambos Estados suscribientes, entiendo como persona, tanto a las personas 
naturales como a las personas jurídicas o cualquier otro tipo de asociación. Los 
impuestos que se tratan dentro del modelo de convenio son los que gravan las 
rentas y el patrimonio. El ámbito de aplicación se describe dentro del primer 
artículo del convenio, mientras que los impuestos tratados se mencionan dentro 
del segundo artículo.  
 
1.3 LOS CONVENIOS PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL 
 
Los convenios de doble imposición son tratados internacionales que contienen medidas, 
acordadas por dos o varios países, para que sus ciudadanos eviten verse afectados por 
efectuar una doble tributación generada por las transacciones comerciales que 
mantengan. 
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El Estado Ecuatoriano, hasta la fecha de elaboración de esta investigación, tiene dieciséis 
convenios en vigencia para evitar la doble tributación (Soto J., 2014:44) trece de los 
cuales se encuentran suscritos directamente con otro estado, es decir cada uno de estos 
convenios es de aplicación únicamente entre Ecuador y el otro estado celebrante, dentro 
de este grupo se encuentre el convenio suscrito con España. 
 
Adicionalmente existe un convenio suscrito entre Ecuador y la Comunidad Andina de 
Naciones (CAN) que se expidió a través de la Decisión 578 y que se encuentra vigente. 
A continuación un listado de los convenios firmados ordenados cronológicamente: 
 
Cuadro 1: Convenios Vigentes 
Número País Año 
1 Argentina* 1983 
2 Alemania 1987 
3 Brasil 1988 
4 Italia 1990 
5 Francia 1992 
6 España 1993 
7 Suiza 1995 
8 Rumania 1997 
9 México 2000 
10 Canadá 2002 
11 Chile 2004 
12 Bélgica 2005 
13 CAN 2006 
14 Uruguay 2012 
15 Corea del Sur 2013 
16 China 2014 
(*) Convenio aplica únicamente para efectos de transporte aéreo 
Fuentes: - Soto, J. (2014) Convenios para evitar la doble imposición. Deloitte. 
  - Manya Orellana, M. (2009). Apuntes de Fiscalidad Internacional. GRIDE. 
Elaboración: Andrés Carrera M. 
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Existen además acuerdos que se encuentran en proceso de negociación o ratificación y no 
han entrado en vigencia; dentro de este grupos de países se encuentran los convenios 
para evitar la doble tributación con los países siguientes: Indonesia, Singapur y Qatar.  
 
1.4 PREÁMBULO AL CONVENIO SUSCRITO ENTRE ECUADOR Y ESPAÑA 
 
Celebran, el día 20 de Mayo de 1991, entre la República del Ecuador y el Reino de 
España, el Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en 
materia de impuesto sobre la renta y el patrimonio entre la República del Ecuador y el 
Reino de España.  
 
Posteriormente mediante Resolución Legislativa sin numeración, se aprueba el convenio, 
el día 28 de Noviembre de 1991; dicha aprobación fue publicada en el Registro Oficial 
número 822. Mediante el decreto ejecutivo No. 3005, que fue publicado en el registro 
oficial 862 el día 28 de Enero de 1992 se ratifica el convenio celebrado previamente. 
 
Finalmente el Gobierno de la República del Ecuador, representado por su Ministro de 
Relaciones Exteriores, Diego Cordovez y el Gobierno del Reino de España, representado 
por su Ministro de Asuntos Exteriores, Francisco Fernández Ordóñez, acuerdan suscribir 
el convenio para evitar la doble Imposición y Prevenir la Evasión Fiscal en Materia de 
Impuestos sobre la Renta y el patrimonio, al tenor de las cláusulas que se enuncian 
dentro del texto legal. El convenio objeto de este trabajo de investigación se encuentra 
vigente y fue publicado en el Registro Oficial con el número 253 el día 13 de Agosto de 
1993. 
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A partir de su fecha de publicación en el Registro Oficial este convenio entró en vigencia 
y sus beneficios pueden ser aprovechados por las personas naturales o jurídicas 
residentes de uno o de ambos Estados Contratantes. El convenio se aplica para los 
impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, exigibles por cada uno de los Estados 
Contratantes, cualquiera que sea el sistema de su determinación. 
 
Específicamente el convenio se aplicará a los siguientes impuestos, denominados dentro 
del cuerpo legal como “impuesto español” o “impuesto ecuatoriano”: 
 
• El impuesto español sobre la renta de las personas físicas, 
• El impuesto español sobre sociedades, 
• El impuesto español sobre el patrimonio, 
• El impuesto ecuatoriano sobre la renta de las personas naturales, y 
• El impuesto ecuatoriano sobre la renta de las sociedades. 
 
Dentro del mismo artículo segundo, el cual trata los impuestos comprendidos, se incluye 
un numeral que indica que el convenio será de aplicación también para los impuestos de 
“naturaleza idéntica o análoga” que se establezcan después de que se haya firmado y 
ratificado el convenio. 
 
El convenio en su artículo tercero presenta varias definiciones para términos que pueden 
interpretarse de manera diferente, al igual que en el modelo de convenio presentado por 
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la OCDE en el convenio firmado por Ecuador y España el término “persona” comprende 
a todas las personas tanto físicas o naturales, como las sociedades y cualquier otro tipo de 
agrupación de personas. De igual manera el término “nacional” comprende a todas las 
personas físicas con la nacionalidad de un estado contratante y a todas las sociedades y 
asociaciones que se hayan constituido en un estado contratante. 
 
Las autoridades competentes designadas por los estados contratantes son las siguientes: 
para Ecuador, el Ministro de Finanzas y Crédito Público y el Director General de Rentas; 
para España el Ministro de Economía y Hacienda o su representante autorizado. 
 
En cuanto a la residencia o domicilio, el artículo quinto del convenio objeto de esta 
investigación expresa lo siguiente:  
(…) la expresión “residente de un Estado Contratante” significa toda persona que, en 
virtud de la legislación de dicho Estado, esté sujeta a imposición en el por razón de su 
domicilio, residencia, sede de dirección o de administración efectiva o cualquier otro 
criterio de naturaleza análoga (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
 
Adicionalmente en el caso de que una persona natural fuera residente de ambos estados 
contratantes se plantean varios escenarios distintos en el que se resolverá este caso 
tomando en consideración la vivienda permanente de la persona, el nivel de relaciones 
personas y económicas en cada estado, su vivienda habitual, su nacionalidad o en última 
instancia el caso resolverá por común acuerdo entre los estados. Para el caso de las 
sociedades la residencia será siempre considerada en el estado en el que se encuentre su 
“sede de dirección o administración efectiva”. 
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1.4.1 Establecimiento permanente 
 
El quinto artículo del convenio trata todo lo referente al establecimiento 
permanente, iniciando con su definición, que es textualmente la siguiente: “A 
efectos del presente Convenio, la expresión “establecimiento permanente” designa 
un lugar de negocios en el que una empresa efectúa toda o parte de su actividad.” 
 
Para determinar si existe un establecimiento permanente de una sociedad en un 
país, este establecimiento debe ser al menos uno de los siguientes:  
 
 Una sede de dirección de la actividad. 
 Una sucursal, agencia u oficina. 
 Una fábrica, planta o taller industrial o de ensamblaje. 
 Una mina, cantera o cualquier otro lugar de extracción o explotación de 
recursos naturales. 
Para el caso de las obras de construcción, éstas constituyen un establecimiento 
permanente cuando su duración supera los doce meses. 
 
Por otra parte no se puede considerar la presencia de un establecimiento 
permanente en los siguientes casos: 
 Instalaciones cuyo único fin sea de almacenar, exponer o entregar bienes o 
mercancías pertenecientes a la empresa. 
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 Espacios destinados a mantener bienes o mercancías de la empresa con el 
único fin de almacenarlas, exponerlas o entregarlas. 
 Espacios destinados a mantener bienes o mercancías de la empresa con el 
único fin de que sean transformadas por otra empresa. 
 Instalaciones cuyo único fin sea el de comprar mercancías u obtener 
información para la empresa. 
 Instalaciones cuyo único fin sea el de hacer publicidad, entregar información, 
realizar investigaciones o desarrollar actividades similares de carácter 
preparatorio o auxiliar para la empresa. 
En caso de que una persona, que sea miembro de una empresa residente en un 
estado contratante, tenga poderes para concretar contratos, a nombre de esta 
empresa, actúe en el otro estado contratante, se le considerará como un 
establecimiento permanente de dicha empresa; a excepción de que esta persona sea 
un agente independiente o sus funciones se limiten a las listadas en las viñetas 
anteriores. 
 
Una empresa que utilice los servicios de un agente independiente en otro país no 
será considerada como dueña de un establecimiento permanente en ese país; estos 
servicios podrían ser por ejemplo, los de un corredor, un comisionista general o 
cualquier otro intermediario que goce de independencia. 
  
 
 
2. REQUISITOS Y PROCEDIMIENTOS 
 
Para poder beneficiarse del tratamiento especial que se dan a los diferentes tipos de rentas 
planteadas en el convenio es necesario seguir un procedimiento y cumplir con algunos 
requisitos. Los requisitos necesarios son independientes del artículo del convenio que se 
aplique y se deben cumplir en todos los casos.  
 
Ordenando los requisitos cronológicamente según su momento de ocurrencia se puede ubicar 
en primer lugar a la retención en la fuente que es un requisito indispensable al tratarse de 
pagos al exterior, de modo que dicho pago pueda ser deducible de impuesto a la renta. La 
deducibilidad del gasto se trata específicamente  en el artículo 13 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno que dice: “Son deducibles los gastos efectuados en el exterior que sean 
necesarios y se destinen a la obtención de rentas, siempre y cuando se haya efectuado la 
retención en la fuente…”. 
 
Sin embargo existen circunstancias específicas en las que no es necesario realizar la retención 
en la fuente de impuesto a la renta, estos casos se encuentran detallados en varios numerales 
dentro del mismo artículo 13, uno de ellos, por ejemplo, es el de las importaciones de bienes, 
que se encuentran exentas de retención en la fuente pero que mantienen su deducibilidad. 
Existen otros escenarios de exención que se obtienen en virtud de la aplicación de los 
convenios para evitar la doble tributación, todos estos casos serán tratados en el tercer
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capítulo de esta investigación, especificando cuál es el porcentaje de retención que se debe 
aplicar o de ser el caso en qué circunstancias no se debe realizar la retención. 
 
Para los casos en los que es necesario aplicar la retención, el momento en que esta se debe 
realizar será conforme lo expresado por el artículo 50 de la Ley de Régimen Tributario 
Interno: “La retención en la fuente deberá realizarse al momento del pago o crédito en cuenta, 
lo que suceda primero.”  
 
2.1 CERTIFICADOS DE RESIDENCIA FISCAL 
 
Los certificados de residencia fiscal son documentos que acreditan la residencia de una 
persona dentro de una jurisdicción fiscal, para efectos tributarios. En el caso ecuatoriano 
la entidad encargada de la administración tributaria es el Servicio de Rentas Internas 
(SRI), quien a su vez es el organismo a cargo de emitir estos certificados. Por otra parte, 
la administración tributaria Española se denomina Agencia Estatal de Administración 
Tributaria (AEAT) y es esta dependencia la encargada de emitir certificados de 
residencia fiscal para los residentes españoles. 
 
En Ecuador la resolución NAC-DGERCGC13-00472 emitida el 21 de agosto de 2013 
por la entonces Secretaria General del SRI, que entró en vigencia el día siguiente a su 
publicación en el Registro Oficial del 27 de agosto de 2013 norma lo relacionado con la 
emisión de los certificados de residencia fiscal (Servicio de Rentas Internas, 2013). En el 
artículo tercero de la resolución se menciona qué personas podrán solicitar este tipo de 
certificaciones: 
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a) Las personas naturales nacionales o extranjeras que han permanecido en el Ecuador 
por el lapso mínimo de 183 días consecutivos o no, dentro de un mismo año calendario; y 
que estando obligadas a declarar el Impuesto a la Renta, lo han hecho ya sea en forma 
individual o mediante el formulario de retención en la fuente en relación de dependencia; 
y que hayan cumplido con sus respectivas obligaciones tributarias y deberes formales, 
que les corresponda, de conformidad con la ley. 
 
b) Las sociedades, conforme la definición contenida en el artículo 98 de la Ley de 
Régimen Tributario Interno, siempre y cuando hayan sido legalmente constituidas en el 
Ecuador y que hayan cumplido con sus respectivas obligaciones tributarias y deberes 
formales, que les corresponda, de conformidad con la ley. 
 
El artículo 98 de la Ley de Régimen Tributario Interno, considera como sociedades a las 
personas jurídicas, las sociedades de hecho, los fideicomisos mercantiles y los 
patrimonios independientes o autónomos dotados o no de personería jurídica. También se 
consideran como sociedades los consorcios de empresas, las compañías tenedoras de 
acciones, los fondos de inversión o cualquier entidad que, aunque carente de personería 
jurídica, constituya una unidad económica o un patrimonio independiente. 
 
Dentro de la resolución 472 tratada en párrafos anteriores, en el contenido del artículo 
cuarto, se trata lo relacionado a los requisitos que deben cumplir las personas que deseen 
obtener el certificado que acredite su residencia fiscal en Ecuador. Al respecto el artículo 
manifiesta lo siguiente: 
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Para la obtención del certificado de residencia fiscal se deberá presentar en la 
respectiva Secretaría Nacional, Regional o Provincial, del Servicio de Rentas 
Internas, lo siguiente: 
 
1. El Formulario de Solicitud de Certificado de Residencia Fiscal que 
deberá ser descargado del portal web institucional www.sri.gob.ec, 
debidamente llenado por el solicitante, en el cual se incluirá 
obligatoriamente la siguiente información: 
a) Identificación del solicitante; 
b) Descripción del motivo por el cual se solicita la emisión del 
certificado de residencia fiscal, señalando si la solicitud se la 
efectúa: 
 
i) Por aplicación de un Convenio para Evitar la Doble 
Tributación, en cuyo caso se debe detallar el país con el 
que se ha suscrito el respectivo convenio, el artículo de 
dicho Instrumento aplicado o a aplicar y el porcentaje de 
retención en la fuente de Impuesto a la Renta efectuada, 
cuando corresponda. 
ii) Por exigencia de legislación extranjera, en cuyo caso se 
debe especificar la norma del país extranjero que exige 
su presentación, el motivo por el cual tal normativa 
aplica para el solicitante 
 
c) Ejercicio o ejercicios fiscales sobre los cuales se requiere la 
certificación; 
d) Datos del uso del certificado de residencia fiscal: 
 
7) Identificación de la entidad o persona que requiere la 
presentación del certificado de residencia fiscal; 
ii) Identificación de la operación o transacción motivo de la 
solicitud, de ser el caso, donde se detallará la operación, 
la moneda y monto de pago. 
 
e) Firma del solicitante. 
 
7. Adicionalmente al formulario, el solicitante adjuntará la 
siguiente documentación: 
 
a) En el caso de personas naturales nacionales: Copia de la cédula 
de ciudadanía y certificado de votación, de ser el caso. 
b) En el caso de personas naturales extranjeras: Copia de la cédula 
de identidad o pasaporte. 
c) En el caso de sociedades: 
 
7) Copia de la cédula de ciudadanía, identidad o pasaporte 
del representante legal, según corresponda. 
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ii) Copia del nombramiento actualizado del representante 
legal. 
7) Copia de la respectiva escritura de constitución. 
 
7. Cuando el certificado de residencia fiscal se lo solicite 
por la aplicación de un Convenio para Evitar la Doble 
Imposición, se deberá presentar copias de las facturas, 
contratos y demás documentos que sustenten la 
respectiva operación respecto de la cual se aplica el 
Convenio (Servicio de Rentas Internas, 2013). 
 
Las solicitudes que se presenten sin cumplir con todos los requisitos o no contengan toda 
la información necesaria no serán atendidas y deberán ser presentadas nuevamente con 
las rectificaciones necesarias para que sean procesadas. El formulario del que se habla en 
el primer numeral de los requisitos para la obtención del certificado de residencia fiscal 
ecuatoriano se puede ver en el Anexo N° 1 de este trabajo. 
 
Los certificados de residencia fiscal tendrán una validez igual a la duración del año fiscal 
al que se refiere la solicitud con la que fueron emitidos; con la excepción de que los 
certificados cuyas solicitudes correspondan al período fiscal en curso tendrán una validez 
de únicamente seis meses a partir de la fecha de su emisión. Un ejemplo de un certificado 
de residencia fiscal emitido por el Servicio de Rentas Internas que certifica la residencia 
para efectos fiscales de una compañía ecuatoriana se puede ver en el Anexo N° 2. 
 
En lo que respecta a los certificados de residencia fiscal emitidos por administraciones 
tributarias de otros países, la resolución 472 del SRI manifiesta que tanto sociedades 
como personas naturales, que deseen aplicar los diversos porcentajes de retención fijados 
en los convenios para evitar la doble imposición que tiene suscrito Ecuador con otros 
países, deberán acreditar la residencia fiscal del perceptor del ingreso, la misma que 
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deberá corresponder al país con el que Ecuador tenga suscrito un convenio. La resolución 
así expresa que se acreditará la residencia del perceptor del ingreso “con el respectivo 
certificado emitido para el efecto por la autoridad competente del otro país, cumpliendo 
con las formalidades previstas en el artículo 134 del Reglamento para la Aplicación de la 
Ley de Régimen Tributario Interno”. 
 
Alineado con la Resolución el Reglamento para la Aplicación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno en su artículo 134 complementa los requisitos añadiendo que dicho 
certificado de residencia fiscal extranjero deberá contar: “con la traducción al castellano, 
de ser el caso” y deberá estar: “autenticada ante el respectivo Cónsul ecuatoriano.” 
Finalmente el artículo añade que: “Dicho certificado deberá ser actualizado cada seis 
meses sin perjuicio del intercambio de información contenida en las respectivas cláusulas 
del convenio”. 
  
En contraparte para que una persona sea considerada residente habitual del estado 
español en materia fiscal es necesario que cumpla con lo expuesto en el artículo 9 del 
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, el cual manifiesta indica las 
siguientes condiciones:  
 
7) Que permanezca más de 183 días, durante el año natural, en territorio español. Para 
determinar este período de permanencia en territorio español se computarán las 
ausencias esporádicas, salvo que el contribuyente acredite su residencia fiscal en otro 
país. En el supuesto de países o territorios de los calificados reglamentariamente 
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como paraíso fiscal, la Administración tributaria podrá exigir que se pruebe la 
permanencia en éste durante 183 días en el año natural. 
 
Para determinar el período de permanencia al que se refiere el párrafo anterior, no se 
computarán las estancias temporales en España que sean consecuencia de las 
obligaciones contraídas en acuerdos de colaboración cultural o humanitaria, a título 
gratuito, con las Administraciones públicas españolas. 
 
b) Que radique en España el núcleo principal o la base de sus actividades o intereses 
económicos, de forma directa o indirecta. 
 
Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el contribuyente tiene su residencia habitual 
en territorio español cuando, de acuerdo con los criterios anteriores, residan 
habitualmente en España el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad 
que dependan de aquél. 
 
La Orden Ministerial HAC/3626, de 23 de diciembre de 2003, contiene en su 
Disposición Adicional segunda, la regulación de los certificados de residencia fiscal en 
España, el procedimiento a seguir para su solicitud y expedición, y diferencia los 
certificados en dos tipos distintos: 
 
1) Certificado de residencia fiscal en España, para acreditar en general, la residencia en 
territorio español. 
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2) Certificado de residencia en España-Convenio, para acreditar la condición de 
residente en España a los efectos de las disposiciones de un Convenio para evitar la 
doble imposición suscrito por España. 
 
La certificación en cuestión deberá quedar soportada en determinados elementos 
probatorios, tanto los aportados por el propio contribuyente solicitante como por los 
obrantes en poder de la Administración Tributaria Española, previa la correspondiente 
actividad comprobadora por parte de ésta. 
 
En ese sentido, la Orden Ministerial a la que se ha hecho referencia arriba establece al 
respecto los requisitos con los que debe constar la solicitud del certificado, los cuales son 
los siguientes: 
 
a) Apellidos y nombre o razón social, domicilio fiscal y número de identificación fiscal 
del interesado y, en su caso, del representante. 
b) Indicación de a qué efectos se solicita el certificado: destinatario, finalidad y país o 
territorio donde deba surtir efectos. 
c) Documentos y justificantes que, en su caso, se aportan junto con la solicitud con el 
fin de probar la residencia fiscal en territorio español.  
d) Si desea solicitar que se haga constar en el certificado los datos adicionales a que se 
refiere el número 3 anterior, descripción de la renta procedente del exterior cuya 
obtención comunica el interesado.  
e) Fecha y firma del interesado o, en su caso, del representante. 
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Estos requisitos deberán ser presentados en conjunto con el formulario modelo 01 (Ver 
Anexo N° 3). Los certificados de residencia fiscal emitidos por la Administración 
Tributaria española tendrán un período de validez de un año a partir de la fecha de su 
expedición. Una vez presentada la solicitud, el certificado de residencia fiscal será 
emitido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria española en el plazo 
máximo de los diez días hábiles siguientes a la solicitud, se incluye un ejemplo para ser 
visualizado en el Anexo N° 4 del presente trabajo. 
 
2.2 CERTIFICADOS DE PERTINENCIA DE GASTOS 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley de Régimen Tributario 
Interno si un pago o crédito en cuenta realizado no constituye un ingreso gravado en el 
Ecuador, el gasto deberá ser certificado por una firma de auditores independientes por 
medio de un informe. Dicha certificación se referirá en lo que respecta a la pertinencia 
del gasto realizado en el exterior y su congruencia con la actividad desarrollada, dicho 
informe también certificará la cuantía del gasto y deberá explicar claramente los motivos 
por los cuales dicho gasto no se constituye un ingreso gravado en el Ecuador (Ley de 
Régimen Tributario Interno, 2004). 
 
Para cumplir con esta disposición la firma de auditores independientes que se contrate 
para tal efecto deberá contar con sucursales, filiales o representación tanto en el país en 
el que se haya efectuado el gasto como en Ecuador. Dicha certificación necesariamente 
deberá ser realizada por los auditores independientes en el exterior, respecto a la 
verificación de dichos costos y gastos; deberán certificar la necesidad de efectuar el gasto 
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para generar el ingreso y el análisis de este último respecto a si es gravado o no con el 
Impuesto a la Renta. Dicho análisis podrá ser realizado por la sucursal, filial o 
representación de ese mismo auditor independiente en el país; el certificado se emitirá en 
idioma castellano. 
 
El informe desarrollado por el auditor independiente puede constar en dos cuerpos, uno 
por el auditor con sede en el exterior, y otro por el auditor con sede en el Ecuador. El 
artículo 31 del Reglamento para la aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno 
indica el contenido mínimo que debe estar contemplado en el informe de auditores 
independientes, la parte del informe correspondiente a las certificaciones de los auditores 
en el exterior deberá contener lo siguiente: 
 
a) Detalle del beneficiario del pago y del reembolso si aplica; 
b) Fecha del pago o crédito en cuenta. En caso de reembolso se incluirá en el 
detalle la fecha de la realización de los pagos por concepto de costos y gastos 
efectuados objeto del reembolso; 
 
c) Cuantía del gasto y reembolso si aplica; 
 
d) Descripción uno a uno de los costos y gastos realizados, incluso para el caso del 
reembolso; 
 
e) En el caso de gastos indirectos asignados desde el exterior, se incluirá el 
método de asignación utilizado y el análisis de los procedimientos previamente 
convenidos; 
 
f) Confirmación de que la revisión efectuada por los auditores externos, fue por la 
totalidad de los gastos pagados o reembolsados y no fue realizada bajo ningún 
método de muestreo; y, 
 
g) Autenticación del cónsul ecuatoriano más cercano al lugar de su emisión; esta 
autenticación no será necesaria para los pagos realizados al exterior por entidades 
y empresas públicas (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). 
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Por otro lado la sección del informe que contiene la certificación de los auditores 
independientes en Ecuador deberá contener por lo menos, según lo estipulado en el 
mismo artículo 31, lo siguiente: 
 
a) Nombre y número de RUC de quien realizó el pago. 
 
b) Análisis de la pertinencia del gasto para el desarrollo de la actividad económica 
en el Ecuador o en el exterior, y la descripción del ingreso para el cual fue 
efectuado. 
 
c) Calificación del ingreso que remesa la compañía al exterior conforme al 
convenio de doble tributación en caso de que aplique; y verificación de que quien 
recibe el pago es el beneficiario efectivo. 
 
d) Justificación de la razón por la cual no sería un ingreso gravado en Ecuador, en 
el caso que aplique (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). 
 
Para tener una idea más clara de la aplicación de las disposiciones contenidas en los 
cuerpos legales mencionados previamente por favor revisar el Anexo N° 5 de este 
trabajo. Este anexo es un certificado de pertinencia de gastos emitido por la firma 
auditora Ernst & Young, respecto a los gastos cargados a la compañía con sede en 
Ecuador CRS Resources LDC que fueron realizados por su matriz Sinochem Petroleum 
Exploration & Production Company Limited en China. 
 
En caso de no contar con el certificado de pertinencia de gastos tratado en este subíndice 
el gasto pasará a ser no deducible de impuesto a la renta y de no haberse efectuado la 
retención en la fuente el sujeto pasivo será responsable del pago del valor de la retención, 
el cual también será considerado como un gasto no deducible dentro del período fiscal en 
el que se efectúe, conforme el artículo 30 del Reglamento (Reglamento Ley de Régimen 
Tributario Interno, 2010). 
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Es importante mencionar la siguiente disposición contenida en el artículo 31 del 
Reglamento, el cual manifiesta que la certificación de pertinencia de gastos emitida por 
auditores independientes será necesaria cuando las transacciones realizadas en el mismo 
ejercicio fiscal en su conjunto superen una fracción básica desgravada de impuesto a la 
renta para personas naturales (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010); sin 
embargo este artículo no deja claro si dichos gastos en su conjunto se refieren a gastos 
realizados a un mismo proveedor, a un mismo país o a la totalidad de gastos realizados 
en un mismo ejercicio a diferentes proveedores en distintos países. 
 
 
2.3 LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS 
 
El artículo 48 de la Ley de Régimen Tributario Interno señala que los certificados de 
pertinencia de gastos, tratados en el subíndice anterior, se deberán legalizar ante el cónsul 
ecuatoriano más cercano al lugar en el que hayan sido emitidos. De la misma forma es 
necesario autenticar ante el respectivo cónsul ecuatoriano los certificados de residencia 
fiscal tratados en el subíndice 2.1 de este trabajo, conforme lo establecido en el artículo 
134 del Reglamento para la aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno, por lo 
que este proceso de legalización es requerido para ambas certificaciones. 
 
La legalización de documentos consiste en realizar una comprobación a la firma 
constante en el documento que se presente, de modo que se verifique que sea auténtica. 
Esta labor se puede realizar de diversas maneras, por ejemplo, en un primer caso se 
puede legalizar un documento en el Ministerio de Asuntos exteriores del país que realiza 
la emisión del documento y posteriormente en la Representación Diplomática del país 
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que será el receptor del documento, una vez realizado este proceso se puede enviar al 
país receptor del documento y dicho documento será válido allí. 
 
En otro escenario el documento puede ser enviado al país receptor, en el que deberá ser 
legalizado en primer lugar por la representación diplomática del país emisor, y 
subsecuentemente por el Ministerio de Relaciones Exteriores del país receptor, después 
de dicho proceso el documento tendrá validez en este país. 
 
En el caso particular de Ecuador y España los organismos que tienen a su cargo estas 
labores son: en Ecuador el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana 
(Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 2014); y en España el 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación (Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación, 2014). Sin embargo de lo previsto anteriormente, existe una vía más 
simple para la legalización de documentos que puede ser utilizada por los países que son 
miembros o se han suscrito a la convención de la Haya del 5 de octubre de 1961. 
 
La convención o conferencia de la Haya que tomó lugar en 1961 tenía como propósito 
trabajar por la unificación progresiva de las rules del derecho internacional y fue bajo 
este precepto que negoció y adoptó un tratado internacional sobre el uso de la apostilla en 
la legalización de documentos (The Hague Conference on Private International Law, 
2013). 
 
La apostilla es un es un certificado emitido bajo los parámetros de la convención de la 
Haya que autentifica el origen de un documento público y certifica la autenticidad de la 
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firma (Ministerio de Justicia, 2014). La emisión de una apostilla reemplaza el largo y 
complejo proceso de legalización de documentos, planteado en los párrafos anteriores, 
para los países que son miembros del convenio de la Haya o que se han suscrito a éste. 
Este procedimiento simplificado representa también un ahorro en costos. (The Hague 
Conference on Private International Law, 2013). 
 
En Ecuador los lineamientos planteados en por la convención de la Haya sobre la 
apostilla de documentos entran en vigor en todo el territorio nacional a partir del día 2 de 
abril del año 2005. Mientras que en España la fecha de entrada en vigor es a partir del día 
25 de septiembre del año 1978. A la fecha de realización de este trabajo de titulación 
existen 107 países que son miembros o se han suscrito a la convención de la Haya lo que 
permite que la legalización de documentos se realice a través de la apostilla (Hague 
Conference on Private International Law, 2014). Para ver un listado completo de estos 
países dirigirse al Anexo N° 6. 
 
El proceso para apostillar un documento en Ecuador consta de cuatro pasos detallados a 
continuación: 
 
 Presentación en las ventanillas de ingreso de la Unidad de Legalizaciones del 
documento a ser apostillado. 
 Los ciudadanos ecuatorianos deberán presentar cédula de identidad y los ciudadanos 
extranjeros su pasaporte. Para el caso de empresas, el Registro Único de 
Contribuyentes además de los documentos que necesita legalizar o apostillar en las 
ventanillas de ingreso. 
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 Indicar el nombre del país, Embajada o Consulado en donde se presentarán los 
documentos. 
 Cancelar el valor especificado (10 dólares estadounidenses) únicamente en la 
ventanilla del Banco Nacional de Fomento, ubicado en las instalaciones de la 
Unidad de Legalizaciones. (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 
Humana, 2014) 
 
En el caso español la emisión de la apostilla sigue un proceso similar, con la diferencia 
de que el apostillado se realiza de manera electrónica. La apostilla electrónica tiene el 
mismo grado de validez que una apostilla física, con la diferencia de que la firma que 
certifica la validez del documento público es insertada de manera electrónica en el 
documento (The Hague Conference on Private International Law, 2013). 
 
En lo correspondiente a los documentos emitidos por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria Española, la solicitud de apostillado se debe entregar en el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas quien verificará la autenticidad del 
documento. La apostilla emitida después electrónicamente por el Ministerio de Justicia 
Español puede ser descargada directamente desde la página web de este ministerio 
(Ministerio de Justicia, 2014). Un ejemplo de esta apostilla puede ser visto en el Anexo 
N° 7 que contiene el certificado de residencia fiscal apostillado de la compañía española 
Repsol S.A. 
 
En vista de lo establecido en el artículo 425 de la Constitución de la República del 
Ecuador, que establece el orden jerárquico de aplicación de las normas, indicando que los 
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convenios internacionales se encuentran en un nivel jerárquico superior que las leyes y 
sus reglamentos, la utilización de la Apostilla en sustitución de la legalización de 
documentos requerida por la Ley de Régimen Tributario Interno y su reglamento es 
perfectamente válida (Constitución de la República del Ecuador, 2008).
  
 
3 APLICACIÓN DEL CONVENIO SUSCRITO ENTRE ECUADOR Y ESPAÑA 
 
3.1 RENTAS INMOBILIARIAS (ARTÍCULO 6) 
 
Se consideran rentas inmobiliarias a los ingresos procedentes de bienes inmuebles por 
cualquier naturaleza, de acuerdo a lo estipulado en el convenio objeto de este trabajo 
estas rentas deberán ser sometidas a imposición en el Estado en el que los bienes objeto 
de la renta estén situados y por ende serán tratados conforme lo establezca la legislación 
de dicho Estado (Convenio entre Ecuador y España, 1993).  
 
Será la legislación del Estado en el que los bienes estén situados la que defina la 
expresión “bienes inmuebles” y por ende a qué bienes es aplicable este artículo. Sin 
embargo los buques, embarcaciones y aeronaves no son considerados bienes inmuebles 
para estos efectos en ningún caso (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
En Ecuador es posible encontrar una definición aplicable a este artículo en el Código 
Civil que en el artículo 586 nos da el siguiente lineamiento: “Inmuebles, fincas o bienes 
raíces son las cosas  que no pueden transportarse de un lugar a otro, como las tierras y 
minas, y las que adhieren permanentemente a ellas, como los edificios y los árboles” 
además se incluyen dentro de los artículos siguientes a las plantas que no se encuentren 
en macetas, las cosas que están permanentemente destinadas al uso, cultivo y beneficio
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de un inmueble aunque se puedan separar, como por ejemplo losas, tuberías, animales de 
una finca, prensas, calderas y maquinaría adherida al suelo que forma parte de un 
establecimiento industrial, entre otros más (Código Civil, 2005).  
 
La legislación española provee una definición exhaustiva de lo que se considera como 
bienes inmuebles dentro del territorio español. A través del artículo 334 del Código Civil 
se presenta un listado de bienes inmuebles, los cuales se resumen principalmente en los 
siguientes: 
  
Las tierras, edificios, caminos y construcciones de todo género adheridas al suelo. 
Los árboles y plantas y los frutos pendientes, mientras estuvieren unidos a la tierra 
o formaren parte integrante de un inmueble. Todo lo que esté unido a un inmueble 
de una manera fija, de suerte que no pueda separarse de él sin quebrantamiento de 
la materia o deterioro del objeto. Las máquinas, las minas, canteras y escoriales, 
mientras su materia permanece unida al yacimiento y las aguas vivas o estancadas. 
Los diques y construcciones que, aun cuando sean flotantes, estén destinados por 
su objeto y condiciones a permanecer en un punto fijo de un río, lago o costa. Las 
concesiones administrativas de obras públicas y las servidumbres y demás 
derechos reales sobre bienes inmuebles (Código Civil, 1889). 
 
 
En consecuencia cuando se trata de una transacción que genera una renta involucrada con 
cualquiera de los bienes que están contemplados como bienes inmuebles en las 
legislaciones de los Estados Contratantes, en este caso Ecuador y España, es factible 
aplicar lo establecido en el convenio suscrito entre estos dos Estados. Para ejemplificar 
tómese en cuenta el siguiente caso: 
Redecom S.A. compañía ecuatoriana arrienda un departamento en la ciudad de Madrid 
por un valor de 5.000 dólares mensuales durante todo el ejercicio 2013, valor que es 
pagado a la compañía española Inmobiliaria Real S.A. La compañía contratante tiene su 
residencia fiscal en Ecuador, sin embargo está constantemente enviando a sus empleados 
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por motivos laborales a Madrid. En virtud del convenio existente entre Ecuador y España 
Redecom no debe realizar la retención en la fuente de impuesto a la renta al momento de 
registrar la factura o realizar el pago a Inmobiliaria Real. 
 
En el caso de que no fuera posible aplicar lo establecido en el convenio, bien por no 
cumplir con los requisitos o por cualquier otro motivo, el tratamiento para este servicio 
requerirá la inclusión de un rubro denominado gross up en la liquidación de compras de 
bienes o servicios. Este rubro corresponderá al valor de la retención que se debe realizar 
al tratarse de un pago al exterior. Éste valor por gross up incrementa el costo del servicio; 
y está previsto de modo que después de realizar la retención en la fuente de impuesto a la 
renta el proveedor no se vea afectado y reciba el importe original de la factura, además es 
necesario considerar que el valor incurrido por gross up es un gasto no deducible de 
impuesto a la renta conforme lo establecido en el artículo 30 del Reglamento 
(Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). Para este ejemplo el cálculo es 
el siguiente: 
 
 
Valor a pagar 5.000,00 
Gross up 1.410,26 
Valor liquidación 6.410,26 
IVA 769,23 
Total liquidación 7.179,49 
 
De este modo el valor de la factura coincide con el valor a pagar al proveedor después de 
realizada la retención del 100% de IVA conforme lo establecido en la Resolución 124 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial 263 del 30 de enero de 2008 (Servicio 
de Rentas Internas, 2008); y el 22% (tarifa vigente para sociedades para el ejercicio 
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2013) de impuesto a la renta conforme está establecido en el artículo 4 de la Resolución 
787 del SRI publicada en el Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014  
(Servicio de Rentas Internas, 2014). 
 
A continuación se presenta un cuadro comparativo que utiliza los dos escenarios 
planteados, el primero el manejo financiero obtenido gracias al Convenio y el segundo 
escenario contempla la no utilización del convenio y refleja el impacto económico 
causado tomando en cuenta todos los pagos del ejercicio fiscal 2013 realizados por 
Redecom a la compañía española Inmobiliaria Real: 
 
Cuadro 2: Ejemplo artículo 6 
  
Total facturas Inmobiliaria Real:   
 $       60,000.00  
   
 
 
Aplicando 
el convenio 
 
Sin aplicación 
del convenio 
Valor a pagar 60,000.00 
 
60,000.00 
Gross up - 
 
16,923.08 
Valor liquidación 60,000.00 
 
76,923.08 
IVA 7,200.00 
 
9,230.77 
Total liquidación 67,200.00 
 
86,153.85 
    Retención 22% de I.R. - 
 
(16,923.08) 
Retención 100% de IVA (7,200.00) 
 
(9,230.77) 
Pago al proveedor 60,000.00 
 
60,000.00 
    Gasto total real: 60,000.00 
 
76,923.08 
Porción deducible 60,000.00 
 
60,000.00 
Porción no deducible - 
 
16,923.08 
 
 
 
En resumen el ahorro neto obtenido gracias a la correcta aplicación del convenio para 
este caso particular es de 14,943.08 que se conforma de las siguientes cifras: 
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Ahorro bruto: 16,923.08 
 
15% Part. Trabajadores: (2,538.46) 
Efecto en el incremento de Part. Trabajadores por un menor 
gasto 
22% Impuesto a la renta: 558.46 Efecto por la deducción adicional de I.R. por Part. Trabajadores 
Ahorro neto: 14,943.08 
  
 
3.2 BENEFICIOS EMPRESARIALES (ARTÍCULO 7) 
 
Dentro de las posiciones presentadas en este artículo se resalta principalmente la 
siguiente: los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solo puede ser 
sometidos a imposición fiscal en ese estado con la única excepción de que la empresa 
tenga un establecimiento permanente el otro Estado, en este caso los beneficios podrán 
gravarse en el otro Estado pero sólo por la cuantía que le corresponda a este Estado 
(Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
Si una empresa posee establecimientos permanentes en ambos Estados Contratantes, los 
beneficios obtenidos por cada una serán sometidos a imposición en cada Estado, como si 
se trataren de empresas totalmente distintas e independientes. Para estos fines se le 
permitirá deducir los gastos que haya tenido que incurrir cada establecimiento para 
obtener los beneficios alcanzados, estos gastos deberán estar justificados de acuerdo a la 
legislación de cada Estado (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
Es importante mencionar también que a un establecimiento permanente cuya única 
función sea la compra de mercancías o bienes para la empresa no se le atribuirán 
beneficios; además los beneficios obtenidos por rentas mencionadas en otros artículos del 
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convenio serán sometidas al tratamiento indicado por esos artículos y no al artículo 
correspondiente a beneficios empresariales (Convenio entre Ecuador y España, 1993). A 
continuación se presenta un caso que ejemplifica la aplicación del presente artículo y los 
beneficios obtenidos por medio de éste: 
 
La compañía Hidrocarburos del Ecuador S.A. requiere los servicios de United Research 
Systems (URS), compañía española que no posee un establecimiento en Ecuador, para la 
realización de estudios de manejo ambiental en un proyecto en la región amazónica 
ecuatoriana, lugar en el que  la compañía Hidrocarburos del Ecuador presta servicios de 
extracción y producción de hidrocarburos al Estado ecuatoriano. El costo de los servicios 
brindados por URS asciende a 136.386,22 dólares. La compañía española entrega su 
certificado de residencia fiscal que acredita su residencia en España y le permite a 
Hidrocarburos del Ecuador S.A. aplicar el artículo 7 correspondiente a beneficios 
empresariales. 
 
Dado que URS no posee un establecimiento permanente en Ecuador los beneficios 
obtenidos por este servicio deberán ser sometidos a imposición en España, por lo que no 
representan un ingreso gravado de impuesto a la renta en  Ecuador. En vista de esto la 
compañía Hidrocarburos del Ecuador, en virtud del convenio, no debe realizar la 
retención en la fuente del 22% de impuesto a la renta que correspondería para los 
servicios pagados al exterior conforme lo establecido en el artículo 30 del Reglamento 
para la aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno (Reglamento Ley de Régimen 
Tributario Interno, 2010). Si fuera el caso de que URS tuviera un establecimiento 
permanente en Ecuador se aplicarían los numerales 2 y 3 del artículo 7 del Convenio, que 
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indican que los beneficios se imputaran según corresponda a cada establecimiento de la 
compañía como si se tratasen de empresas distintas e independientes, permitiéndose 
además la deducción de los gastos según cada compañía haya incurrido y según permita 
la legislación del país en el que el establecimiento este situado (Convenio entre Ecuador 
y España, 1993). 
 
En el caso de que no fuera posible aplicar lo establecido en el convenio, bien por no 
cumplir con los requisitos o por cualquier otro motivo, el tratamiento para este servicio 
requerirá la inclusión de un rubro denominado gross up en la liquidación de compras de 
bienes o servicios. Este rubro corresponderá al valor de la retención que se debe realizar 
al tratarse de un pago al exterior. Éste valor por gross up incrementa el costo del servicio; 
y está previsto de modo que después de realizar la retención en la fuente de impuesto a la 
renta el proveedor no se vea afectado y reciba el importe original de la factura, además es 
necesario considerar que el valor incurrido por gross up es un gasto no deducible de 
impuesto a la renta conforme lo establecido en el artículo 30 del Reglamento 
(Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). Para este ejemplo el cálculo es 
el siguiente: 
 
Valor a pagar 136.386,22 
Gross up 38.467,91 
Valor liquidación 174.854,13 
IVA 20.982,50 
Total liquidación 195.836,62 
 
De este modo el valor de la factura coincide con el valor a pagar al proveedor después de 
realizada la retención del 100% de IVA conforme lo establecido en la Resolución 124 
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publicada en el Suplemento del Registro Oficial 263 del 30 de enero de 2008 (Servicio 
de Rentas Internas, 2008); y el 22% (tarifa vigente para sociedades) de impuesto a la 
renta conforme está establecido en el artículo 4 de la Resolución 787 del SRI publicada 
en el Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014 (Servicio de Rentas 
Internas, 2014). 
 
A continuación se presenta un cuadro comparativo que utiliza los dos escenarios 
planteados, el primero el manejo financiero obtenido gracias al Convenio y el segundo 
escenario contempla la no utilización del convenio y refleja el impacto económico 
causado: 
Cuadro 3: Ejemplo artículo 7 
 
 
Factura URS:    $    136,386.22  
   
 
 
Aplicando el 
convenio 
 
Sin aplicación 
del convenio 
Valor a pagar 136,386.22 
 
136,386.22 
Gross up - 
 
38,467.91 
Valor liquidación 136,386.22 
 
174,854.13 
IVA 16,366.35 
 
20,982.50 
Total liquidación 152,752.57 
 
195,836.62 
    Retención 22% de I.R. - 
 
(38,467.91) 
Retención 100% de IVA (16,366.35) 
 
(20,982.50) 
Pago al proveedor 136,386.22 
 
136,386.22 
    Gasto total real: 136,386.22 
 
174,854.13 
Porción deducible 136,386.22 
 
136,386.22 
Porción no deducible - 
 
38,467.91 
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En resumen el ahorro neto obtenido gracias a la correcta aplicación del artículo 7 del 
convenio para este caso en específico es de 38,467.91 conforme expresa el siguiente 
cuadro: 
Ahorro bruto 38,467.91 
15% Part. Trabajadores - 
22% Impuesto a la renta - 
Ahorro neto 38,467.91 
 
Para este ejemplo en particular el efecto causado en el 15% de participación a 
trabajadores y el 22% de impuesto a la renta es nulo debido a que el gasto adicional es no 
deducible de impuesto a la renta y en este caso en específico la compañía Hidrocarburos 
del Ecuador S.A. mantiene un contrato de servicios para la exploración y producción de 
hidrocarburos con el Estado Ecuatoriano, motivo por el que se rige a un reglamento de 
contabilidad específico para esta industria, este Reglamento expedido por el Ministerio 
de Recursos no Renovables (ver bibliografía) en su artículo 32 expresa que la 
participación laboral a repartirse se calculará de la base imponible de impuesto a la renta 
(Reglamento de Contabilidad, 2012). 
 
3.3 NAVEGACIÓN MARÍTIMA Y AÉREA (ARTÍCULO 8) 
 
En cuanto a la explotación de buques o aeronaves el artículo 8 del convenio expresa que 
los beneficios obtenidos por la empresa que brinde este tipo de servicio serán sometidos 
a imposición en el Estado Contratante en el que la sede de dirección o de administración 
efectiva de la empresa esté situada, tanto para compañías cuyo giro de negocio se base en 
la explotación de buques tanto como cuando se trate de aeronaves. Si la sede se 
encuentra situada en el buque, se considerará la sede efectiva el lugar donde se encuentre 
48 
 
 
 
el puerto base o de no existir un puerto base, será el lugar donde la persona que explote el 
buque sea residente (Convenio entre Ecuador y España, 1993). En estrecha relación con 
lo establecido por este artículo del convenio se encuentran los lineamientos dictados por 
el artículo 31 de la Ley de Régimen tributario interno, el cual textualmente expresa lo 
siguiente: 
 
Art. 31.- Ingresos de las compañías de transporte internacional.- Los ingresos de 
fuente ecuatoriana de las sociedades de transporte internacional de pasajeros, 
carga, empresas aéreo expreso, couriers o correos paralelos constituidas al amparo 
de leyes extranjeras y que operen en el país a través de sucursales, 
establecimientos permanentes, agentes o representantes, se determinarán a base de 
los ingresos brutos por la venta de pasajes, fletes y demás ingresos generados por 
sus operaciones habituales de transporte. Se considerará como base imponible el 
2% de estos ingresos. Los ingresos provenientes de actividades distintas a las de 
transporte se someterán a las normas generales de esta Ley. 
 
Los ingresos de fuente ecuatoriana que sean percibidos por empresas con o sin 
domicilio en el Ecuador, estarán exentas del pago de impuestos en estricta relación 
a lo que se haya establecido por convenios internacionales de reciprocidad 
tributaria, exoneraciones tributarias equivalentes para empresas nacionales y para 
evitar la doble tributación internacional (Ley de Régimen Tributario Interno, 
2004). 
 
Tomando en consideración lo establecido tanto en la Ley como en el Convenio se plantea 
a continuación un ejemplo de aplicación: 
 
La compañía Aero S.A. es una compañía de transporte aéreo tanto de pasajeros como de 
carga. Dicha sociedad tiene tanto su sede de dirección efectiva como su residencia fiscal 
establecidas en España, país en donde fue constituida, sin embargo posee presencia a 
través de oficinas de venta en alrededor de 39 países a nivel mundial. La compañía tiene 
presencia en Ecuador con oficinas tanto en Quito como en Guayaquil, motivo por el cual 
debería someterse a calcular y pagar impuesto a la renta sobre una base del 2% de todos 
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sus ingresos brutos obtenidos cada año. Sin embargo en virtud de que la sede de 
dirección efectiva de la empresa se encuentra establecida en España la compañía está en 
capacidad de aplicar lo establecido en el convenio para evitar la doble imposición, para 
lo cual deberá únicamente mantener su certificado de residencia fiscal español 
apostillado y estará exenta de pagar impuesto a la renta en Ecuador debido a que todos 
sus ingresos estarán sometidos a imposición en España conforme a las leyes españolas. 
 
3.4 EMPRESAS ASOCIADAS (ARTÍCULO 9) 
 
Cuando se traten transacciones de empresas asociadas el Convenio deja el tratamiento de 
estos casos a la legislación de cada Estado indicando lo siguiente: 
 
Cuando una empresa de un Estado Contratante participe directa o indirectamente 
en la dirección, el control o el capital de una empresa del otro Estado Contratante; 
o unas mismas personas participen directa o indirectamente en la dirección el 
control o el capital de una empresa de un Estado y de una empresa del otro Estado, 
y en uno y otro caso las dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o 
financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que 
serían acordadas por empresas independientes, los beneficios que habrían sido 
obtenidos por una de las empresas de no existir estas condiciones, y que de hecho 
no se han producido a causa de las mismas, se incluirán en los beneficios de esta 
empresa y, en consecuencia, serán sometidos a imposición, de acuerdo con la 
legislación del Estado Contratante correspondiente (Convenio entre Ecuador y 
España, 1993). 
 
 
En Ecuador las condiciones que una compañía o persona natural debe cumplir para ser 
considerada una parte relacionada de otra persona o sociedad se establecen en el artículo 
sin numerar después del artículo 4 de la Ley de Régimen Tributario Interno. El régimen 
de Precios de Transferencia es un tema que requiere de un análisis muy amplio el cual no 
es objeto de esta investigación, sin embargo para ahondar en esta cuestión se pueden 
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consultar los cinco artículos sin numerar después del artículo 15 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno, así como el artículo sin numerar a continuación del artículo 22 de la 
misma Ley. 
 
3.5 DIVIDENDOS (ARTÍCULO 10) 
 
En cuanto a dividendos el Convenio establece una serie de casos distintos y cómo 
proceder ante cada uno, sin embargo, para las transacciones relacionadas al pago de 
dividendos desde Ecuador hacia España o de España hacia Ecuador que son los únicos 
casos objeto de estudio de esta investigación la legislación local provee los lineamientos 
a seguir los cuales presentan un mayor beneficio económico para el contribuyente por lo 
cual no es necesario aplicar lo establecido en el Convenio. 
 
3.5.1 Dividendos pagados desde Ecuador hacia España 
 
Para iniciar el análisis de este tipo de transacción es importante considerar lo 
establecido en el artículo 9 de la Ley de Régimen Tributario Interno, para lo cual 
se cita un extracto a continuación: 
 
Para fines de la determinación y liquidación del impuesto a la renta, están 
exonerados exclusivamente los siguientes ingresos: 
 
1.- Los dividendos y utilidades, calculados después del pago del 
impuesto a la renta, distribuidos por sociedades nacionales o 
extranjeras residentes en el Ecuador, a favor de otras sociedades 
nacionales o extranjeras, no domiciliadas en paraísos fiscales o 
jurisdicciones de menor imposición o de personas naturales no 
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residentes en el Ecuador (…) (Ley de Régimen Tributario Interno, 
2004). 
 
 
Los dividendos así pagados por una sociedad de Ecuador a una sociedad o persona 
natural residentes en España están exentos de impuesto a la renta en Ecuador 
debido a que España no figura en la lista de paraísos fiscales difundida por el 
Servicio de Rentas Internas por medio del artículo 2 de la Resolución 182 del 2008 
que fue publicada en el Suplemento del Registro Oficial 285 el 29 de febrero de 
2008 (Servicio de Rentas Internas, 2008). 
De igual manera el Reino de España no está considerado como un Estado con un 
régimen de menor imposición conforme se establece en el artículo 3 de la misma 
resolución citada en el párrafo anterior. El artículo 3 establece lo siguiente: 
Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 2 y 4 de esta Resolución, se 
considerarán paraísos fiscales, incluidos, en su caso, dominios, 
jurisdicciones, territorios, Estados asociados o regímenes fiscales 
preferenciales, aquellos donde la tasa del Impuesto sobre la Renta o 
impuestos de naturaleza idéntica o análoga, sea inferior a un sesenta por 
ciento (60%) a la que corresponda en el Ecuador sobre las rentas de la 
misma naturaleza de conformidad con la Ley de Régimen Tributario 
Interno (Servicio de Rentas Internas, 2008). 
 
 
La tarifa del impuesto a la renta para sociedades en Ecuador está establecida en el 
artículo 37 de la Ley de Régimen Tributario Interno, el cual expresa lo siguiente:  
Las sociedades constituidas en el Ecuador, así como las sucursales de 
sociedades extranjeras domiciliadas en el país y los establecimientos 
permanentes de sociedades extranjeras no domiciliadas, que obtengan 
ingresos gravables, estarán sujetas a la tarifa impositiva del veinte y dos 
por ciento (22%) sobre su base imponible (Ley de Régimen Tributario 
Interno, 2004). 
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La tarifa del Impuesto a la Sociedades español está establecido en el artículo 28 del 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades el cual establece 
textualmente lo siguiente: “El tipo de gravamen: El tipo general de gravamen para 
los sujetos pasivos de este impuesto será el 35 por ciento” (Texto Refundido de la 
Ley de Impuesto sobre Sociedades, 2004). Dicho 35% supera al 13,2% (22% * 
60%) que establece como mínimo el artículo 3 de la Resolución 182 trata en 
párrafos anteriores. 
 
Adicionalmente, a pesar de que queda sobre entendido que no se debe realizar 
retención en la fuente de impuesto a la renta por pagos de dividendos realizados a 
sociedades o personas naturales españolas, el artículo 15 del Reglamento para la 
Aplicación de la Ley de Régimen Tributario Interno lo expresa textualmente: 
En el caso de dividendos y utilidades calculados después del pago del 
impuesto a la renta, distribuidos por sociedades nacionales o extranjeras 
residentes en el Ecuador, a favor de otras sociedades nacionales o 
extranjeras, no domiciliadas en paraísos fiscales o jurisdicciones de menor 
imposición, o de personas naturales no residentes en el Ecuador, no habrá 
retención ni pago adicional de impuesto a la renta (Reglamento Ley de 
Régimen Tributario Interno, 2010). 
 
 
Análogamente la legislación ecuatoriana establece una exención en la obligación 
de pagar Impuesto a la Salida de Divisas (ISD) cuando se paguen dividendos al 
exterior con las consideraciones expresadas en el artículo 159 de la Ley 
Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador: 
 
(…) están exonerados del pago del Impuesto a la Salida de Divisas, los 
pagos realizados al exterior, por concepto de dividendos distribuidos por 
sociedades nacionales o extranjeras domiciliadas en el Ecuador, después 
del pago del impuesto a la renta, a favor de otras sociedades extranjeras o 
de personas naturales no residentes en el Ecuador, siempre y cuando, la 
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sociedad o la persona natural -según corresponda-no esté domiciliada en 
paraísos fiscales o jurisdicciones de menor imposición. No se aplicará esta 
exoneración cuando los dividendos se distribuyan a favor de sociedades 
extranjeras de las cuales, a su vez, sean accionistas las personas naturales o 
sociedades residentes o domiciliadas en el Ecuador, que son accionistas de 
la sociedad domiciliada en Ecuador que los distribuye (…) (Ley Equidad 
Tributaria, 2007). 
 
 
En conclusión dado que las rentas provenientes de dividendos distribuidos por 
sociedades ecuatorianas a sociedades o personas naturales residentes en España 
están exentas de retención del impuesto a la renta no es necesario acogerse a las 
disposiciones planteadas en el Convenio. 
 
3.5.2 Dividendos recibidos en Ecuador provenientes de España 
 
En lo referente a la imposición de los dividendos percibidos por personas naturales 
o sociedades ecuatorianas que son pagados por sociedades españolas la legislación 
ecuatoriana plantea una exención. El artículo 49 de la Ley de Régimen Tributario 
Interno indica lo siguiente: 
 
Toda persona natural o sociedad residente en el Ecuador que obtenga 
rentas en el exterior, que han sido sometidas a imposición en otro Estado, 
se excluirán de la base imponible en Ecuador y en consecuencia no estarán 
sometidas a imposición. En el caso de rentas provenientes de paraísos 
fiscales no se aplicará la exención y las rentas formarán parte de la renta 
global del contribuyente (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004). 
 
 
Adicionalmente el artículo 136 del Reglamento para la Aplicación de la Ley de 
Régimen Tributario Interno ratifica lo establecido en el párrafo anterior: 
 
Sin perjuicio de lo establecido en convenios internacionales, las personas 
naturales residentes en el país y las sociedades nacionales que perciban 
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ingresos en el exterior sujetos a Impuesto a la Renta en el Ecuador, que 
hubiesen sido sometidos a imposición en otro Estado, se excluirán de la 
base imponible en el Ecuador, y se tratarán como rentas exentas 
(Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). 
 
 
Posteriormente ahonda en el contenido del artículo adicionando algunos 
lineamientos por medio del literal a) dentro del mismo artículo: 
 
a) Lo dispuesto anteriormente aplicará también en el caso de dividendos 
distribuidos por sociedades extranjeras sobre utilidades obtenidas en el 
exterior, a sociedades o personas naturales residentes en el Ecuador, 
siempre que la sociedad extranjera haya tributado en el exterior por las 
rentas que generaron dichos dividendos (Reglamento Ley de Régimen 
Tributario Interno, 2010). 
 
 
En conclusión dado que las rentas provenientes de dividendos distribuidos por 
sociedades españolas a sociedades o personas naturales residentes en Ecuador 
están exentas del pago de impuesto a la renta no es necesario acogerse a las 
disposiciones planteadas en el Convenio. 
 
3.6 INTERESES (ARTÍCULO 11) 
 
El artículo 11 del Convenio presenta el tratamiento que se debe dar a los intereses 
generados en transacciones entre residentes de ambos estados firmantes. Para este efecto 
éste artículo establece que los intereses procedentes de un Estado que sean pagados a un 
residente del otro pueden someterse a imposición en este otro Estado según la legislación 
del mismo. Sin embargo, estos intereses pueden también estar sometidos a imposición en 
el Estado del que procedan de acuerdo a su legislación, pero el impuesto máximo exigido 
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será del 10% del importe bruto de los intereses, esta disposición sólo aplicará si el 
perceptor de los intereses es el beneficiario efectivo de los mismos. 
 
No obstante a lo indicado en el párrafo anterior, éste impuesto no podrá ser superior al 
5% si el crédito que origina los intereses se obtuvo por cualquiera de los siguientes 
motivos (aplica sólo si el perceptor de los intereses es el beneficiario efectivo de los 
mismos): 
 
- Venta de equipos industriales, comerciales o científicos. 
- Venta de mercancías entregadas por una empresa a otra empresa. 
- Financiación de obras de construcción, instalación o montaje. 
 
En el caso de que el crédito haya sido concedido por un plazo mínimo de cinco años, los 
intereses no estarán sujetos a imposición en el estado que realice el pago de los mismos, 
esta disposición sólo aplicará si el perceptor de los intereses es el beneficiario efectivo de 
los mismos. 
 
El convenio presenta una definición del término “intereses” la cual se cita a 
continuación: 
 
El término "intereses" empleado en el presente artículo comprende los 
rendimientos de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía hipotecaria o 
cláusula de participación en los beneficios del deudor, y especialmente las rentas 
de fondos públicos o bonos u obligaciones, incluidos las primas y lotes unidos a 
estos títulos (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
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En el caso de que la persona que recibe los intereses cuente con un establecimiento 
permanente en el país donde se encuentra domiciliada la persona que paga los dividendos 
y a su vez el establecimiento permanente que posee la persona receptora de los intereses 
tenga vinculación efectiva con el crédito que genera los intereses, se aplicará lo 
establecido en el artículo 7 del Convenio referente a beneficios empresariales y no lo 
estipulado por el artículo 11 correspondiente a intereses. 
 
Los intereses se consideran procedentes de un Estado cuando el deudor es el propio 
Estado, una subdivisión política, una subdivisión administrativa territorial, una 
colectividad local o un residente de este Estado. Sin embargo, cuando el deudor de los 
intereses, sea o no residente de un Estado pero tenga un establecimiento permanente o 
una base fija en relación con los cuales, se haya contraído la deuda que da origen al pago 
de los intereses y soporten la carga de los mismos, estos intereses se considerarán como 
procedentes del Estado donde estén situados el establecimiento permanente o la base fija 
(Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
En el caso de que exista cualquier tipo de relación especial entre el deudor y el acreedor 
del crédito o un tercero, y el monto de los intereses pagados sea superior al que se 
hubiera pagado en caso de no existir este tipo de relaciones especiales, las disposiciones 
presentadas en el artículo 11 del Convenio que han sido tratadas a lo largo de este 
subíndice no se podrán aplicar a la totalidad de los intereses sino sólo a la cuantía del 
valor que se pagaría en ausencia de dichas relaciones; el exceso se podrá someter 
conforme lo establezca la legislación de cada Estado Contratante. 
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Con la finalidad de clarificar la aplicación de este artículo a continuación se presenta un 
caso que ejemplifica la aplicación correcta del mismo: 
 
La compañía ecuatoriana Ecuagas S.A. domiciliada en la ciudad de Guayaquil,  el 1 de 
enero del año 2013 recibe un préstamo por un valor de 1’000.000,00 de dólares 
americanos del inversionista español Antonio López García, residente español, el 
préstamo es pagadero en un plazo de 10 años con una tasa de interés anual simple del 
8%, los pagos se realizarán de manera mensual, el crédito se ha adquirido con la 
finalidad de aumentar la capacidad de producción de la planta principal. 
 
El Sr. López García es parte relacionada de la compañía. Se revisó la tasa de interés en 
comparación con la tasa autorizada por el Banco Central del Ecuador, determinando que 
la tasa pactada con el inversionista es menor; además el crédito se ha registrado en el 
Banco Central, de modo que es posible obtener la deducibilidad total de los gastos 
incurridos por el concepto de intereses de este préstamos, de conformidad con el artículo 
10, numeral 2 y el artículo 13 numeral 3 de la Ley de Régimen Tributario Interno (Ley 
de Régimen Tributario Interno, 2004) y el artículo 30 de su respectivo reglamento 
(Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010).  
 
El patrimonio de Ecuagas S.A. asciende a 500.000 dólares y la compañía no cuenta con 
ningún otro crédito del exterior, por lo que la relación total del endeudamiento externo y 
el patrimonio es del 200%, porcentaje que se encuentra dentro del límite establecido del 
300% por el artículo 30 del Reglamento que trata la deducibilidad del gasto por intereses, 
en caso de que la relación del endeudamiento sea superior al 300% la porción del gasto 
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generado por el adicional al 300% será considerada como no deducible de impuesto a la 
renta (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). 
 
 
En caso de no contar con el certificado de residencia fiscal del Sr. López García no sería 
posible acogerse a los beneficios del Convenio y por ende sería necesario realizar la 
retención en la fuente del 22% de Impuesto a la Renta (tarifa vigente para sociedades) a 
los intereses pagados conforme está establecido en el artículo 4 de la Resolución 787 del 
SRI publicada en el Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014 
(Servicio de Rentas Internas, 2014). 
 
A continuación se incluye la tabla de amortización del crédito pactado entre la compañía 
Ecuagas y el Sr. López García, en lo que respecta a los pagos realizados durante todo el 
año 2013: 
 
Cuadro 4: Tabla de amortización artículo 11 
Mes Pago 
Porción 
Interés 
Porción 
Capital 
Remanente 
de Capital 
0 - - - 1,000,000.00 
1 12,132.76 6,666.67 5,466.09 994,533.91 
2 12,132.76 6,630.23 5,502.53 989,031.37 
3 12,132.76 6,593.54 5,539.22 983,492.16 
4 12,132.76 6,556.61 5,576.15 977,916.01 
5 12,132.76 6,519.44 5,613.32 972,302.69 
6 12,132.76 6,482.02 5,650.74 966,651.95 
7 12,132.76 6,444.35 5,688.41 960,963.54 
8 12,132.76 6,406.42 5,726.34 955,237.20 
9 12,132.76 6,368.25 5,764.51 949,472.69 
10 12,132.76 6,329.82 5,802.94 943,669.75 
11 12,132.76 6,291.13 5,841.63 937,828.12 
12 12,132.76 6,252.19 5,880.57 931,947.55 
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TOTAL 
   
145,593.11  
   
77,540.66  
   
68,052.45  
  
 
El valor total de los intereses pagados durante el año 2013 asciende a 77.540,66 dólares, 
dicho valor es el ingreso percibido por el Sr. López García, por lo que en el caso de no 
poder acogerse a lo dispuesto en el Convenio bien por no cumplir con los requisitos o por 
cualquier otro motivo, la compañía Ecuagas debía realizar la retención en la fuente tratada 
en el párrafo anterior mensualmente, por lo que el tratamiento para este pago requerirá la 
inclusión de un rubro denominado gross up. Este rubro corresponderá al valor de la 
retención que se debe realizar al tratarse de un pago al exterior. Éste valor por gross up 
está previsto de modo que después de realizar la retención en la fuente de impuesto a la 
renta el proveedor no se vea afectado y reciba el importe original de los intereses, además 
es necesario considerar que el valor incurrido por gross up es un gasto no deducible de 
impuesto a la renta conforme lo establecido en el artículo 30 del Reglamento (Reglamento 
Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). Los valores consolidados por todo el año 2013 
tomando en cuenta lo mencionado anteriormente son los siguientes: 
 
Valor a pagar 77,540.66 
Gross up 21,870.44 
Base para la retención 99,411.11 
 
Debido a que el cobro de intereses no es objeto del Impuesto al Valor Agregado (IVA) y 
de acuerdo a la absolución de consultas de la Administración Tributaria no se deberá 
emitir ninguna factura, pues la operación de crédito realizada a través de un contrato de 
mutuo o préstamo de dinero, no produce el hecho generador del IVA, en vista que no 
implica ningún tipo de transferencia de bienes corporales ni la prestación de un servicio, 
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conforme lo establece el artículo 52 de la Ley (Ley de Régimen Tributario Interno, 
2004), no es necesario emitir tampoco una liquidación de compras de bienes y prestación 
de servicios por no cumplir con el pre supuesto del artículo 70 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004) y debido al mismo motivo 
mencionado anteriormente conforme el artículo 13 del Reglamento (Reglamento de 
comprobantes de venta, 2010). 
 
Tomando en cuenta que el crédito tratado en este ejemplo se ha registrado en el Banco 
Central del Ecuador, la tasa pactada es inferior a la tasa máxima autorizada por el Banco, 
se cuenta con el certificado de residencia fiscal del Sr. López García y el plazo del 
crédito es por un período mayor a 5 años es posible acogerse a lo dispuesto en el artículo 
11 del Convenio por lo que los intereses generados por este crédito solamente tributarán 
en España, por este motivo no se realizará la retención en la fuente de impuesto a la 
renta. A continuación se presenta un cuadro con el detalle del beneficio económico que 
representa la aplicación del Convenio para la compañía Ecuagas: 
 
Cuadro 5: Ejemplo artículo 11 
Intereses 2013: 
 
$  77,540.66 
   
 
 
Aplicando 
el convenio 
 
Sin aplicación 
del convenio 
Valor a pagar 77,540.66 
 
77,540.66 
Gross up - 
 
21,870.44 
Base para la retención 77,540.66 
 
99,411.11 
    Retención 22% de I.R. - 
 
(21,870.44) 
Pago al proveedor 77,540.66 
 
77,540.66 
    Gasto total real: 77,540.66 
 
99,411.11 
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Porción deducible 77,540.66 
 
77,540.66 
Porción no deducible - 
 
21,870.44 
 
Ahorro bruto 21,870.44 
  15% Part. Trabajadores (3,280.57) Efecto en el incremento de Part. Trabajadores por un menor gasto 
22% Impuesto a la renta 721.72 Efecto por la deducción adicional de I.R. por Part. Trabajadores 
Ahorro neto 19,311.60 
 
                 
    Ahorro alcanzado durante el plazo del préstamo: $113.550,23   
 
 
3.7 CÁNONES O REGALÍAS (ARTÍCULO 12) 
 
En lo que respecta a la imposición de cánones o regalías pagadas a un residente de uno 
de los Estados Contratantes que procedan del otro Estado se pueden someter a 
imposición en el Estado receptor según la legislación del mismo. Sin embargo, también 
puede someterse a imposición en el Estado que los paga de acuerdo con su legislación 
pero el impuesto establecido tendrá un máximo del 10% del importe bruto de dichos 
cánones, conforme está establecido en el artículo 12 del Convenio. Es necesario tomar en 
cuenta también que para poder acceder a éste beneficio el perceptor de los cánones debe 
ser el beneficiario efectivo de los mismos (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
Sin embargo de lo establecido en el párrafo precedente los cánones que sean pagados en 
virtud de derechos de autor y otras remuneraciones similares por la producción o 
reproducción de una obra literaria, dramática, musical o artística (con exclusión de los 
cánones referentes a películas cinematográficas y de obras registradas en películas o 
cintas destinadas a la televisión), el impuesto exigido en el Estado Contratante del que 
procedan no puede exceder del 5% del importe bruto de dichos cánones, tomando en 
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cuenta para poder acceder a éste beneficio el perceptor de los cánones debe ser el 
beneficiario efectivo de los mismos (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
El artículo presenta una definición del término “cánones”, el cual a continuación se 
presenta: 
 
El término "cánones" empleado en este artículo, comprende las remuneraciones de 
cualquier clase pagadas por el uso o la concesión de uso de derechos de autor, de 
patentes, marcas de fábrica o de comercio, dibujos o modelos, planos, fórmulas o 
procedimientos secretos, así como por el uso o la concesión de uso de equipos 
industriales, comerciales o científicos y las cantidades pagadas por informaciones 
relativas a experiencias industriales, comerciales, o científicas; este término 
comprende también las cantidades de cualquier clase relativas a películas 
cinematográficas y obras registradas en películas y cintas destinadas a la televisión 
(Convenio entre Ecuador y España, 1993).  
 
 
En caso de que la persona que recibe las remuneraciones procedentes de los cánones 
cuente con un establecimiento permanente en el Estado donde se encuentra domiciliada 
la persona que los paga y a su vez el establecimiento permanente que posee la persona 
receptora de las remuneraciones tenga vinculación efectiva con el derecho o propiedad 
por los que se paguen los cánones, se aplicará lo establecido en el artículo 7 del 
Convenio referente a beneficios empresariales y no lo estipulado por el artículo 12 
correspondiente a cánones o regalías. 
 
Los cánones se considerarán procedentes de un Estado cuando el deudor es el propio 
Estado, una subdivisión política, una subdivisión administrativa territorial, una 
colectividad local o un residente de este Estado. Sin embargo, cuando el deudor de los 
cánones, sea o no residente de un Estado pero tenga en un Estado un establecimiento 
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permanente o una base fija en relación con los cuales se haya concluido el contrato que 
da origen al pago de los cánones y soporten la carga de los mismos, éstos se considerarán 
como procedentes del Estado Contratante donde estén situados el establecimiento 
permanente o la base fija (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
En el caso de que exista cualquier tipo de relación especial entre el deudor y el acreedor 
del canon o un tercero, y el importe de los cánones pagados sea superior al que se 
hubiera pagado en caso de no existir este tipo de relaciones especiales, las disposiciones 
presentadas en el artículo 12 del Convenio que han sido tratadas a lo largo de este 
subíndice no se podrán aplicar a la totalidad de los cánones sino sólo a la cuantía del 
valor que se pagaría en ausencia de dichas relaciones; el exceso se podrá someter 
conforme lo establezca la legislación de cada Estado Contratante. 
 
Para ejemplificar la aplicación práctica de este artículo del Convenio se presenta a 
continuación un caso: 
 
La compañía de telecomunicaciones Ecualcom S.A. que opera en Ecuador brindando 
servicios de telecomunicaciones contrata a Spaincom S.A. compañía española para la 
utilización de sus sistemas informáticos. Ecualcom recibe cargos de Spaincom por 2,7 
millones de dólares anuales correspondientes a la utilización de los sistemas informáticos 
empleados en las operaciones de la compañía en Ecuador. Spaincom S.A. emite una 
factura anual la cual es enviada a Ecualcom S.A. en conjunto con el certificado de 
residencia fiscal que acredita su residencia para efectos fiscales en España. 
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En virtud de lo establecido en el artículo 12 del Convenio, Ecualcom solamente está en 
obligación de realizar la retención en la fuente del impuesto a la renta por el 10% del 
monto bruto de los cánones totales, en vista de que cuenta con el certificado de 
residencia fiscal de Spaincom; en este caso la retención asciende a un total de 270.000,00 
dólares. Sin embargo, la realización de la retención sobre la remuneración pactada 
originalmente por las dos compañías implicaría que Spaincom reciba un valor menor al 
que espera cobrar por la concesión de uso de sus sistemas informáticos, en este caso: 
 
Valor facturado 2,700,000.00 
Retención 10% I.R. (270,000.00) 
Valor a pagar 2,430,000.00 
 
Si bien el artículo 24 del Convenio establece que cuando un residente de España obtenga 
rentas que pueden someterse a imposición en el Ecuador, España deducirá del impuesto 
que perciba sobre las rentas de este residente, un importe igual al impuesto sobre la renta 
pagada en el Ecuador (Convenio entre Ecuador y España, 1993), es muy probable que el 
proveedor no permita el uso de sus sistemas hasta que reciba la totalidad del pago 
pactado; bien por desconocimiento de este beneficio fiscal o puesto que si bien Spaincom 
podrá utilizar como crédito tributario la retención que Ecualcom le realice, esto sucederá 
en el siguiente ejercicio fiscal, cuando haga su declaración anual y hasta que eso suceda 
el flujo de caja de Spaincom se verá afectado. Cualquiera sea el motivo, si el proveedor 
no está dispuesto a recibir un valor en efectivo menor al pactado, la compañía 
ecuatoriana deberá incluir un importe por gross up para compensar la retención que se 
debe realizar. 
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De la misma forma, en el caso de que no fuera posible aplicar lo establecido en el 
Convenio, bien por no cumplir con los requisitos o por cualquier otro motivo, el 
tratamiento para este servicio requerirá la inclusión de un rubro denominado gross up en 
la liquidación de compras de bienes o servicios. Este rubro corresponderá al valor de la 
retención que se debe realizar al tratarse de un pago al exterior. Éste valor por gross up 
incrementa el costo del servicio; y está previsto de modo que después de realizar la 
retención en la fuente de impuesto a la renta el proveedor no se vea afectado y reciba el 
importe original de la factura, además es necesario considerar que el valor incurrido por 
gross up es un gasto no deducible de impuesto a la renta conforme lo establecido en el 
artículo 30 del Reglamento (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). Para 
este ejemplo los cálculos son los siguientes: 
 
- Cuando el proveedor no accede a recibir la retención como parte de pago: 
 
Valor a pagar 2,700,000.00 
Gross up 10% 300,000.00 
Valor liquidación 3,000,000.00 
IVA 360,000.00 
Total liquidación 3,360,000.00 
 
 
 
- Cuando no es posible aplicar el convenio: 
 
Valor a pagar 2,700,000.00 
Gross up 22% 761,538.46 
Valor liquidación 3,461,538.46 
IVA 415,384.62 
Total liquidación 3,876,923.08 
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De este modo el valor de la factura coincide con el valor a pagar al proveedor después de 
realizada la retención del 100% de IVA conforme lo establecido en la Resolución 124 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial 263 del 30 de enero de 2008 (Servicio 
de Rentas Internas, 2008); y el 10% cuando es posible aplicar el artículo 12 del Convenio 
o el 22% cuando no es posible aplicar el Convenio (tarifa vigente para sociedades) de 
impuesto a la renta conforme está establecido en el artículo 4 de la Resolución 787 del 
SRI publicada en el Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014 
(Servicio de Rentas Internas, 2014). 
 
A continuación se presenta un cuadro comparativo que utiliza los dos escenarios 
planteados, la primera columna muestra el manejo financiero obtenido gracias al 
Convenio y el segundo escenario contempla la no utilización del convenio y refleja el 
impacto económico causado: 
Cuadro 6: Primer ejemplo artículo 12 
 
Cánones 
 
$ 2,700,000.00 
   
 
 
Aplicando el 
convenio 
 
Sin aplicación 
del convenio 
Valor a pagar 2,700,000.00 
 
2,700,000.00 
Gross up 300,000.00 
 
761,538.46 
Valor liquidación 3,000,000.00 
 
3,461,538.46 
IVA 360,000.00 
 
415,384.62 
Total liquidación 3,360,000.00 
 
3,876,923.08 
    Retención 10%/22% de I.R. (300,000.00) 
 
(761,538.46) 
Retención 100% de IVA (360,000.00) 
 
(415,384.62) 
Pago al proveedor 2,700,000.00 
 
2,700,000.00 
    Gasto total real: 3,000,000.00   3,461,538.46 
Porción deducible 3,000,000.00 
 
2,700,000.00 
Porción no deducible 300,000.00 
 
761,538.46 
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Ahorro bruto 461,538.46 
    15% Part. Trabajadores (69,230.77) Efecto en el incremento de Part. Trabajadores por un menor gasto 
22% Impuesto a la renta 15,230.77 Efecto por la deducción adicional de I.R. por Part.Trabajadores 
Ahorro neto 407,538.46 
     
 
Como es posible visualizar en las cifras presentadas en este caso no es posible 
beneficiarse del ahorro total debido a que fue necesario realizar un gross up que 
representa un gasto no deducible. Sin embargo, es posible alcanzar un beneficio mayor 
cuando la compañía española accede a recibir el valor reducido que se deriva de la 
aplicación de la retención pues utilizará la retención como crédito tributario al momento 
de realizar su declaración anual de impuestos. Este escenario normalmente sucede 
cuando las compañías que realizan la transacción son partes relacionadas o existe una 
estrecha relación que les permite llegar a este tipo de consentimientos, a continuación se 
plantea el manejo financiero derivado de la aplicación completa del Convenio versus la 
no aplicación: 
 
Cuadro 7: Segundo ejemplo artículo 12 
 
Cánones    $2,700,000.00  
   
 
 
Aplicando el 
convenio 
 
Sin aplicación 
del convenio 
Valor a pagar 2,700,000.00 
 
2,700,000.00 
Gross up - 
 
761,538.46 
Valor liquidación 2,700,000.00 
 
3,461,538.46 
IVA 324,000.00 
 
415,384.62 
Total liquidación 3,024,000.00 
 
3,876,923.08 
    Retención 22% de I.R. (270,000.00) 
 
(761,538.46) 
Retención 100% de IVA (324,000.00) 
 
(415,384.62) 
Pago al proveedor 2,430,000.00 
 
2,700,000.00 
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Gasto total real: 2,700,000.00   3,461,538.46 
Porción deducible 2,700,000.00 
 
2,700,000.00 
Porción no deducible - 
 
761,538.46 
 
Ahorro bruto 761,538.46 
 15% Part. Trabajadores (114,230.77) Efecto en el incremento de Part. Trabajadores por un menor gasto 
22% Impuesto a la renta 25,130.77 Efecto por la deducción adicional de I.R. por Part.Trabajadores 
Ahorro neto 672,438.46 
  
 
3.8 GANANCIAS DE CAPITAL (ARTÍCULO 13) 
 
Lo referente a ganancias de capital se trata en el artículo 13 del Convenio, en este 
artículo se hace referencia también al artículo 6 correspondiente a rentas inmobiliarias 
mencionando que tal como se indica en el artículo 6 los beneficios obtenidos de la 
enajenación de bienes inmuebles se pueden someter a imposición en el Estado en que los 
bienes se encuentren situados. 
 
En cuanto a las rentas derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte 
del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado tenga en el 
otro Estado, incluyendo las ganancias derivadas de la enajenación de dicho 
establecimiento permanente pueden someterse a imposición en éste segundo Estado. 
 
En cuanto a las ganancias derivadas de la enajenación de buques o de bienes muebles que 
sean parte de dichos buques, sólo pueden someterse a imposición en el Estado en que se 
encuentre la sede de dirección o administración efectiva de la empresa. 
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De existir ganancias en la venta de cualquier otro bien distinto de los mencionados 
anteriormente, sólo pueden someterse a imposición en el Estado en que resida el 
transmitente (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
A continuación se plantea un ejemplo práctico que  aplica lo dispuesto en éste artículo 
del Convenio: 
 
La compañía ecuatoriana Banco Ecuador C.A. posee una agencia en la ciudad de Madrid 
en España, dicha agencia ha decidido vender todos los vehículos de su propiedad que se 
encontraban formando parte del activo de la entidad, fruto de esta operación se generó 
una utilidad de 150.000 dólares, la agencia del Banco tributó por este valor de 
conformidad con la legislación española, conforme lo establece el artículo 13 del 
Convenio. 
 
En vista de que esta renta fue sometida a imposición en España, la legislación 
ecuatoriana por medio del artículo 49 de la Ley de Régimen Tributario Interno plantea 
una exención indicando que toda persona natural o sociedad residente en el Ecuador que 
obtenga rentas en el exterior, que han sido sometidas a imposición en otro Estado, se 
excluirán de la base imponible en Ecuador y en consecuencia no estarán sometidas a 
imposición. En el caso de rentas provenientes de paraísos fiscales no se aplicará la 
exención y las rentas formarán parte de la renta global del contribuyente (Ley de 
Régimen Tributario Interno, 2004). 
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Es posible acogerse a esta exención debido a que España no figura en la lista de paraísos 
fiscales difundida por el Servicio de Rentas Internas por medio del artículo 2 de la 
Resolución 182 del 2008 que fue publicada en el Suplemento del Registro Oficial 285 el 
29 de febrero de 2008 (Servicio de Rentas Internas, 2008). 
 
3.9 TRABAJOS INDEPENDIENTES (ARTÍCULO 14) 
 
El artículo 14 norma las rentas obtenidas relacionadas a trabajos independientes 
estableciendo que cuando una persona física residente de un Estado presta servicios 
profesionales en el otro Estado, los beneficios que obtenga de estas actividades sólo 
podrán ser sometidos a imposición en el estado en que sea residente, a menos que dicha 
persona haya permanecido 183 días o más durante el año correspondiente en el otro 
Estado, en cuyo caso estas rentas podrán ser sometidas a imposición en este estado donde 
se prestaron los servicios pero sólo en lo correspondiente a los beneficios percibidos por 
los servicios prestados. 
 
El artículo provee una definición de lo que comprende la expresión “servicios 
profesionales” la cual comprende: las actividades independientes de carácter científico, 
literario, artístico, educativo o formativo así como las actividades independientes de 
Médicos Abogados, Ingenieros, Arquitectos, Dentistas y Auditores (Convenio entre 
Ecuador y España, 1993). 
En cuanto a la aplicación práctica de este artículo del Convenio es necesario considerar 
lo establecido por el artículo 8 del Reglamento para la aplicación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno el cual establece, al igual que el Convenio, un plazo de 183 días de 
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permanencia para que una persona sea considerada residente fiscal de Ecuador 
(Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010), por lo cual, si la persona natural 
extranjera que presta un servicio en el país no permanece por un período mayor a 183 
días dentro del mismo año, el ingreso obtenido como contraprestación no estará sometido 
a imposición en Ecuador, esto sólo si esta remuneración u honorarios son pagados en el 
exterior por sociedades extranjeras sin cargo al gasto de sociedades constituidas, 
domiciliadas o con establecimiento permanente en el Ecuador, conforme lo establece el 
artículo 8 numeral 1 de la Ley de Régimen Tributario Interno (Ley de Régimen 
Tributario Interno, 2004). Si este fuera el caso no es necesario aplicar el Convenio y por 
ende es posible acogerse a este beneficio sin necesidad de contar con un certificado de 
residencia fiscal ni uno de pertinencia de gastos. 
 
Por otro lado en caso de que una persona natural o sociedad con un establecimiento 
permanente en Ecuador sea quien va a asumir el gasto correspondiente a la remuneración 
u honorarios del profesional independiente extranjero, estos ingresos son considerados 
gravados y de fuente ecuatoriana conforme lo estipulan el artículo 8 de la Ley de 
Régimen Tributario Interno (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004) y el artículo 8 de 
su Reglamento (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). En este caso es 
posible acogerse a las disposiciones presentadas en el artículo 14 del Convenio. 
 
Para ejemplificar la aplicación práctica de este artículo y sus beneficios a continuación se 
plantea un caso: 
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La compañía constructora ecuatoriana Urbina & Schalke requiere los servicios 
profesionales del Arquitecto Antoni Gaudí ciudadano residente español, la compañía 
constructora requiere asesoría del Arq. Gaudí en cuanto al diseño de varios de sus futuros 
proyectos en el país, para lo cual el Sr. Gaudí realizará tres visitas a las oficinas de la 
compañía en la ciudad de Quito durante el mismo año, cada visita tendrá una duración de 
3 semanas. A cambio de sus servicios la compañía ha pactado una remuneración de 
350.000 dólares. El Arq. Gaudí entrega su certificado de residencia fiscal apostillado 
emitido por la Agencia Tributaria española. 
 
Dado que la estadía total del Arquitecto durante el mismo período fiscal no supera los 
183 días establecidos en el Convenio y la compañía cuenta con el certificado de 
residencia fiscal del Sr. Gaudí es posible aplicar lo establecido en el artículo 14 del 
Convenio por lo cual los ingresos percibidos por el Arq. Gaudí serán sometidos a 
imposición únicamente en España por lo que no es necesario realizar la retención en la 
fuente de impuesto a la renta en Ecuador. 
 
Sin embargo, en el caso de que no fuera posible aplicar lo establecido en el Convenio, 
bien por no cumplir con los requisitos o por cualquier otro motivo, el tratamiento para 
este servicio requerirá la inclusión de un rubro denominado gross up en la liquidación de 
compras de bienes o servicios. Este rubro corresponderá al valor de la retención que se 
debe realizar al tratarse de un pago al exterior. Éste valor por gross up incrementa el 
costo del servicio; y está previsto de modo que después de realizar la retención en la 
fuente de impuesto a la renta el proveedor no se vea afectado y reciba el importe original 
de la factura, además es necesario considerar que el valor incurrido por gross up es un 
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gasto no deducible de impuesto a la renta conforme lo establecido en el artículo 30 del 
Reglamento (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010). Para este ejemplo 
el cálculo sería el siguiente: 
 
Valor a pagar 350,000.00 
Gross up 98,717.95 
Valor liquidación 448,717.95 
IVA 53,846.15 
Total liquidación 502,564.10 
 
De este modo el valor de la factura coincide con el valor a pagar al proveedor después de 
realizada la retención del 100% de IVA conforme lo establecido en la Resolución 124 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial 263 del 30 de enero de 2008 (Servicio 
de Rentas Internas, 2008); y cuando no es posible aplicar el Convenio el 22% (tarifa 
vigente para sociedades) de impuesto a la renta conforme está establecido en el artículo 4 
de la Resolución 787 del SRI publicada en el Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de 
octubre del 2014 (Servicio de Rentas Internas, 2014). 
 
A continuación se presenta un cuadro comparativo que utiliza los dos escenarios 
planteados, la primera columna muestra el manejo financiero obtenido gracias a la 
aplicación del artículo 14 del Convenio y el segundo escenario contempla la no 
utilización del convenio y refleja el impacto económico causado: 
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Cuadro 8: Ejemplo artículo 14 
 
Total facturas Arq. Antoni Gaudi:   
$ 350.000,00 
   
 
 
Aplicando el 
convenio 
 
Sin aplicación 
del convenio 
Valor a pagar 350.000,00 
 
350.000,00 
Gross up - 
 
98.717,95 
Valor liquidación 350.000,00 
 
448.717,95 
IVA 42.000,00 
 
53.846,15 
Total liquidación 392.000,00 
 
502.564,10 
    Retención 22% de I.R. - 
 
(98.717,95) 
Retención 100% de IVA (42.000,00) 
 
(53.846,15) 
Pago al proveedor 350.000,00 
 
350.000,00 
    Gasto total real: 350.000,00 
 
448.717,95 
Porción deducible 350.000,00 
 
350.000,00 
Porción no deducible - 
 
98.717,95 
 
 
Ahorro bruto 98.717,95 
  15% Part. Trabajadores (14.807,69) Efecto en el incremento de Part. Trabajadores por un menor gasto 
22% Impuesto a la renta 3.257,69 Efecto por la deducción adicional de I.R. por Part. Trabajadores 
Ahorro neto 87.167,95 
   
 
En el caso de que el Sr. Gaudí requiriera de un período superior a 183 días para realizar 
sus funciones ya no se podría acoger a lo dispuesto en el Convenio tratado en el caso 
anterior.  
 
Si la permanencia es superior a 183 días es recomendable que se inscriba en el Registro 
Único de Contribuyentes del Servicio de Rentas Internas en Ecuador. De este modo  al 
contar con un establecimiento permanente en Ecuador los ingresos obtenidos dentro del 
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país estarán sometidos bajo la legislación local de manera normal, debiéndose realizar 
una retención de únicamente el 10% correspondiente a honorarios profesionales 
conforme está establecido en el artículo 2 de la Resolución 787 del SRI publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014 (Servicio de Rentas 
Internas, 2014).  
 
Los requisitos para obtener el Registro Único de Contribuyentes se pueden consultar en 
el octavo anexo del presente trabajo (Ver Anexo N° 8). Cuando el Sr. Gaudí planifique 
ausentarse del país por un período de tiempo prolongado es aconsejable que suspenda o 
cancele su RUC.  
 
3.10 TRABAJOS DEPENDIENTES (ARTÍCULO 15) 
 
Los sueldos, salarios y otras remuneraciones percibidas por un residente de un Estado 
empleado en relación de dependencia se encuentran normados en el artículo 15 del 
Convenio, que establece que estas rentas se podrán someter a imposición en el Estado 
que los pague, sin embargo si el empleo se realiza en el otro Estado las remuneraciones 
derivadas del mismo podrán someterse a imposición en éste otro Estado. 
 
A pesar de lo establecido en el párrafo anterior, las remuneraciones percibidas por un 
residente de un Estado en razón de un empleo ejercido en el otro Estado sólo podrán 
someterse a imposición en el primer Estado si se cumplen las siguientes condiciones: 
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i) El beneficiario permanece en el otro Estado durante uno o varios períodos que no 
exceden en tota de ciento ochenta y tres días en el curso del año natural 
considerado. 
 
ii) Las remuneraciones se pagan por, o en nombre de, un empleador que no es 
residente del otro Estado; y, 
 
 
iii) Las remuneraciones no se soportan por un establecimiento permanente que el 
empleador tenga en el otro Estado (Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
Sin embargo de todo lo establecido anteriormente, cuando se trate de rentas obtenidas en 
consecuencia de un empleo ejercido a borde de un buque explotado en tráfico 
internacional, éstas podrán someterse a imposición en el Estado donde se encuentre la 
sede de dirección o de administración efectiva de la empresa. 
 
En cuanto a la aplicación práctica de este artículo del Convenio es necesario considerar 
lo establecido por el artículo 8 del Reglamento para la aplicación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno el cual establece, al igual que el Convenio, un plazo de 183 días de 
permanencia para que una persona sea considerada residente fiscal de Ecuador 
(Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010), por lo cual, si la persona natural 
extranjera que realiza un trabajo en relación de dependencia dentro del país no 
permanece por un período mayor a 183 días dentro del mismo año, el ingreso obtenido 
como contraprestación no estará sometido a imposición en Ecuador, esto sólo si esta 
77 
 
 
 
remuneración u honorarios son pagados en el exterior por sociedades extranjeras sin 
cargo al gasto de sociedades constituidas, domiciliadas o con establecimiento permanente 
en el Ecuador, conforme lo establece el artículo 15 del Convenio (Convenio entre 
Ecuador y España, 1993) y lo reitera el artículo 8 numeral 1 de la Ley de Régimen 
Tributario Interno (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004).  
 
Por otro lado en caso de que una persona natural o sociedad con un establecimiento 
permanente en Ecuador sea quien va a asumir el gasto correspondiente a la remuneración 
del empleado en relación de dependencia extranjero, estos ingresos son considerados 
gravados y de fuente ecuatoriana conforme lo estipulan el artículo 8 de la Ley de 
Régimen Tributario Interno (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004) y el artículo 8 de 
su Reglamento (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010).  
 
Entonces, cuando una compañía española contrata a una persona natural residente de 
España para ejercer un empleo en Ecuador por un período inferior a 183 días y es la 
misma compañía española quien realiza el pago de la remuneración de esta persona, las 
rentas obtenidas por esta persona solamente se someterán a imposición en España 
conforme la legislación española. En caso de que dicha persona permanezca durante un 
período superior a 183 días para ejercer su empleo los ingresos percibidos serán 
sometidos a imposición en Ecuador conforme la legislación ecuatoriana. El ejemplo es 
válido también de manera invertida, si una sociedad ecuatoriana contrata un empleado 
para que realice sus labores en España. 
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3.11 MIEMBROS DE CONSEJOS O DIRECTORIOS (ARTÍCULO 16) 
 
Las participaciones y retribuciones similares que un residente de un Estado perciba como 
miembro de un Directorio, Consejo de Administración o de Vigilancia, o de otro órgano 
similar de una sociedad residente del otro Estado pueden someterse a imposición en este 
otro Estado conforme lo establece el artículo 16 del Convenio (Convenio entre Ecuador y 
España, 1993). 
 
Para la correcta aplicación de lo dispuesto por el artículo 16 Convenio tratado en el 
párrafo anterior, será necesario someter a imposición los ingresos percibidos por quien 
sea miembro de consejos o directorios en el país en el que ejerza esa función. 
 
En el caso ecuatoriano será necesario realizar una retención del 22% (tarifa vigente para 
sociedades) de impuesto a la renta, al ser un pago realizado a una persona natural no 
residente ni domiciliada en el Ecuador conforme está establecido en el artículo 4 de la 
Resolución 787 del SRI publicada en el Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de 
octubre del 2014 (Servicio de Rentas Internas, 2014). 
 
3.12 ARTISTAS Y DEPORTISTAS (ARTÍCULO 17) 
 
Las rentas obtenidas por artistas y deportistas se sujetarán a lo dispuesto por el artículo 
17 del Convenio, sin tomar en cuenta las disposiciones establecidas en los artículos 14 y 
15 que tratan sobre trabajos independientes y dependientes. Los beneficios obtenidos por 
los profesionales del espectáculo, tales como los artistas de teatro, cine, radiodifusión o 
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televisión, músicos, así como los deportistas, por sus actividades personales en dicha 
calidad, pueden someterse a imposición en el Estado donde ejerzan tal actividad 
(Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
De igual manera, si las rentas obtenidas por el artista o deportista fueran percibidas por 
otra persona, se podrán de todas maneras someter a imposición en el estado en el que 
actúa el artista o deportista, sin tomar en cuenta lo dispuesto en los artículos 7 (beneficios 
empresariales), 14 y 15 del Convenio. 
 
Para clarificar este ejemplo y demostrar su aplicación práctica a continuación se plantea 
el siguiente ejemplo: 
 
La compañía ecuatoriana Shows y Producciones ha organizado un concierto en la ciudad 
de Quito, Ecuador; para lo cual ha contratado al Sr. Enrique Iglesias como principal 
figura de este espectáculo. Por los servicios del señor Iglesias la compañía ha pactado 
retribuirle 250.000 dólares americanos en efectivo. 
 
Conforme está establecido en el artículo 17 del Convenio, en el artículo 8 de la Ley de 
Régimen Tributario Interno (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004) y el artículo 8 de 
su Reglamento (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010) los ingresos 
percibidos por el Sr. Iglesias se consideran de fuente ecuatoriana y por ende deberán ser 
sometidos a imposición en Ecuador. Para ello la compañía de espectáculos Shows y 
Producciones deberá realizar la respectiva retención del 22% de Impuesto a la Renta 
conforme está establecido en el artículo 4 de la Resolución 787 del SRI publicada en el 
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Suplemento del Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014 (Servicio de Rentas 
Internas, 2014).  
 
Sin embargo, el Sr. Iglesias espera recibir 250.000 dólares en efectivo fruto de su trabajo, 
por este motivo es necesario incluir un rubro adicional denominado gross up en la 
liquidación de compras de bienes y de servicios. Este rubro corresponderá al valor de la 
retención que se debe realizar al tratarse de un pago a una persona natural no residente. 
Éste valor por gross up incrementa el costo del servicio; y está previsto de modo que 
después de realizar la retención en la fuente de impuesto a la renta el proveedor no se vea 
afectado y reciba el importe original de la factura, además es necesario considerar que el 
valor incurrido por gross up es un gasto no deducible de impuesto a la renta conforme lo 
establecido en el artículo 30 del Reglamento (Reglamento Ley de Régimen Tributario 
Interno, 2010). Para este ejemplo el cálculo sería el siguiente: 
 
Valor a pagar 250,000.00 
Gross up 70,512.82 
Valor liquidación 320,512.82 
IVA 38,461.54 
Total liquidación 358,974.36 
 
 
 
De este modo el valor de la factura coincide con el valor a pagar al proveedor después de 
realizada la retención del 100% de IVA conforme lo establecido en la Resolución 124 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial 263 del 30 de enero de 2008 (Servicio 
de Rentas Internas, 2008); y la retención del 22% de impuesto a la renta mencionada 
anteriormente. 
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En enero del año 2012 la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 
Nacional de Justicia se pronunció sobre el recurso de hecho No. 438-2010 interpuesto 
por la compañía Empresa Turística Plaza de Toros Monumental Ambato Cía. Ltda., 
dentro del juicio de impugnación No. 20316-435-09 seguido por la compañía en contra 
de la Administración Tributaria. 
 
La compañía actora fundamente el recurso de casación en que se ha inaplicado el 
Convenio con España, con la aclaración de que el art. 17 del Convenio no es aplicable al 
caso por cuanto los toreros no son artistas ni deportistas como pretende la 
Administración Tributaria, y en razón de que el art. 22 del Convenio dice que todas las 
rentas de un residente de un Estado cualquiera sea la procedencia de las mismas, no 
mencionadas en los artículos anteriores sólo pueden someterse a imposición en dicho 
Estado, ya que los toreros ni sus rentas por su profesión no están mencionadas en los 
artículos procedentes al 22 (Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 2012), no 
se debía tributar en Ecuador. 
 
Por su parte el representante de la Administración Tributaria, expresa que ni los jueces ni 
la Administración han violado Convenio alguno, que la acción de impugnación nunca se 
basó en la legitimidad o falta de reconocimiento y/o aplicación de un Convenio, por 
cuanto nunca ha estado en tela de duda el lugar donde debían tributar los toreros 
españoles que actuaron en la Feria Taurina de Ambato; que es sabido que a todo artista 
extranjero debe necesariamente hacérsele la retención de impuestos, procedimiento que 
fue omitido por la Empresa actora. 
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Sobre esto la Sala se manifiesta indicando que, los artículos del Convenio presuntamente 
inaplicados señalan:  
 
Art. 14 Trabajos independientes.- 1.- Las rentas obtenidas por una persona física 
residente de un Estado Contratante por la prestación de servicios profesionales y 
otras actividades independientes de carácter análogo solo podrán someterse a 
imposición en este Estado, a menos que dicha persona para ejercer tal actividad 
haya permanecido ciento ochenta y tres (183) días o más durante el año natural 
correspondiente en el otro Estado Contratante.  
 
En este caso, las rentas obtenidas pueden someterse a imposición en el otro 
Estado Contratante pero solo en la medida en que sean imputables a la actividad 
allí ejercida. 2.- La expresión "servicios profesionales" comprende, especialmente, 
las actividades independientes de carácter científico, literario, artístico, educativo o 
formativo así como las actividades independientes de Médicos Abogados, 
Ingenieros, Arquitectos, Dentistas y Auditores. 
 
Art. 22 Otras Rentas.- 1.- Las rentas de un residente de un Estado Contratante 
cualquiera que sea la procedencia de las mismas, no mencionadas en los artículos 
precedentes del Convenio solo pueden someterse a imposición en dicho Estado (el 
subrayado es de la Sala) (Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 2012). 
 
 
La Administración Tributaria basa la Liquidación de Diferencias en las disposiciones del 
Convenio, específicamente en el artículo 17.1 que establece: 
 
Art. 17 Artistas y deportistas.- 1.- No obstante las disposiciones de los artículos 14 
y 15 de este Convenio, las rentas obtenidas por los profesionales del espectáculo, 
tales como los artistas de teatro, cine, radiodifusión o televisión, músicos, así como 
los deportistas, por sus actividades personales en dicha calidad, pueden someterse 
a imposición en el Estado Contratante donde ejerzan tal actividad (el subrayado es 
de la Sala) (Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 2012). 
 
 
La Sala considera esta disposición aplicable al caso de los toreros, quienes efectivamente 
son profesionales de un espectáculo, la tauromaquia, conocida como “el arte de lidiar 
toros” sobre la que no cabe la menor duda de que se trate de un espectáculo, porque 
además, la disposición transcrita del Convenio, no realiza una enumeración exhaustiva 
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sino ejemplifica al señalar a “los profesionales del espectáculo, tales como”, por lo que 
cabe perfectamente la inclusión de la actividad que desarrollan los profesionales del 
toreo, consiguientemente, la liquidación de diferencias establecida por la Administración 
Tributaria es válida (Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 2012). 
 
3.13 PENSIONES (ARTÍCULO 18) 
 
Las pensiones y otras remuneraciones análogas pagadas a un residente de un Estado por 
el desempeño de un empleo anterior solo pueden someterse a imposición en este Estado. 
 
En este artículo el Convenio es bastante claro, por ejemplo, si un ecuatoriano que ha 
trabajado toda su vida en Ecuador aportando al Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social, se hace acreedor al momento de su jubilación a una pensión, si esta persona 
decide migrar a España para disfrutar de su jubilación en este país, no deberá tributar 
sobre esta pensión, pues conforme lo establece el Convenio, esta remuneración sólo 
puede someterse a imposición en Ecuador. 
 
En Ecuador la pensión recibida por esta persona se rige por lo establecido en el artículo 9 
de la Ley de Régimen Tributario Interno que en su numeral 7 establece que los ingresos 
que perciban los beneficiarios del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, por toda 
clase de prestaciones que otorga esta entidad; las pensiones patronales jubilares conforme 
el Código del Trabajo; y, los que perciban los miembros de la Fuerza Pública del ISSFA 
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y del ISSPOL; y, los pensionistas del Estado se encuentran exentos de Impuesto a la 
Renta (Ley de Régimen Tributario Interno, 2004). 
 
 
3.14 FUNCIONES PÚBLICAS (ARTÍCULO 19) 
 
El tratamiento relacionado con las remuneraciones otorgadas a los funcionarios del sector 
público está descrito en el artículo 19 del Convenio. Las remuneraciones pagadas por un 
Estado a una persona física, por servicios prestados a este Estado, solo pueden someterse 
a imposición en este Estado. Sin embargo, dichas remuneraciones solo pueden someterse 
a imposición en el otro Estado si los servicios se prestan en dicho Estado y si el 
beneficiario de la remuneración fuese un residente del mismo que posea la nacionalidad 
de dicho Estado; o que no haya adquirido la condición de residente de dicho Estado con 
el único fin de prestar dichos servicios. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18 (Pensiones), las pensiones pagadas por un 
Estado a una persona física por servicios prestados a dicho Estado, sólo pueden 
someterse a imposición en este Estado. Sin embargo, estas pensiones pueden someterse a 
imposición únicamente en el otro Estado si la persona física es residente y nacional de 
este otro Estado. 
 
El artículo además aclara el tratamiento de las disposiciones presentadas en los artículos 
15 (Trabajos dependientes), 16 (Miembros de consejos o directorios) y 18 (Pensiones) 
cuando se trata de servicios públicos indicando que las disposiciones de estos artículos se 
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aplicarán a las remuneraciones y pensiones por razón de servicios prestados dentro del 
marco de una actividad industrial o comercial realizada por un Estado. 
 
Para ejemplificar la aplicación de este artículo se plantea el siguiente caso: El Ministro 
de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana de Ecuador Ricardo Patiño ha sido 
encomendado la tarea de negociar con su par español, el Ministro de Asuntos Exteriores 
y de Cooperación José Manuel García-Margallo, un tratado que permita a los ciudadanos 
ecuatorianos ingresar a España sin una visa. Para esto el Ministro ecuatoriano deberá 
permanecer en España por un periodo de tiempo aproximado de ocho meses dentro del 
mismo año. 
 
En vista de lo establecido en el artículo 19 del Convenio, la remuneración del Ministro 
Patiño se debe someter a imposición en Ecuador debido a que él es un residente 
ecuatoriano a pesar de que adquiere su residencia fiscal en España, tras permanecer más 
de 183 días en este país, sin embargo, esto lo hace con el único fin de prestar los 
servicios para los que fue enviado a este país. 
 
3.15 ESTUDIANTES (ARTÍCULO 20) 
 
Los ingresos que los estudiantes reciban para su formación están tratados en el artículo 
20 del Convenio, este artículo establece que las cantidades que percibieren para su 
manutención, estudios o formación, un estudiante o una persona en período de prácticas, 
que se hallen temporalmente en un Estado con el único fin de proseguir sus estudios o 
formación y que sean o hubiesen sido inmediatamente antes de esa visita residentes del 
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otro Estado, no podrán ser sometidas a imposición en el Estado mencionado en primer 
lugar, siempre que dichas cantidades pagadas procedan a fuentes situadas fuera de dicho 
Estado. 
 
Para clarificar la aplicación de éste artículo se plantea el siguiente caso de ejemplo, el 
Ing. Andrés Carrera ciudadano residente ecuatoriano recibe una beca patrocinada por la 
Secretaría Nacional de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación para 
cursar sus estudios de postgrado en España. El valor que recibirá cubrirá por completo su 
manutención y el costo de sus estudios mientras dure el programa.  
 
Conforme está establecido en el convenio este ingreso percibido por el Ing. Carrera no 
puede ser sometido a imposición en España debido a que el Ing. Carrera es residente 
ecuatoriano antes de iniciar sus estudios en España y adicionalmente las cantidades que 
recibió para su formación y manutención provienen de fuentes externas al Estado 
español, específicamente del Gobierno ecuatoriano. 
 
Por otro lado en Ecuador, el Ing. Carrera está liberado de tributar sobre el ingreso que ha 
percibido al encontrarse éste exento del pago de impuesto a la renta conforme está 
establecido en el artículo 23 del Reglamento para la aplicación de la Ley de Régimen 
Tributario Interno que establece que las asignaciones o estipendios que, por concepto de 
becas para el financiamiento de estudios, especialización o capacitación en Instituciones 
de Educación Superior, entidades gubernamentales nacionales o extranjeras y en 
organismos internacionales, otorguen el Estado, los empleadores, organismos 
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internacionales, gobiernos de países extranjeros y otros, están exentos del pago del 
Impuesto a la Renta (Reglamento Ley de Régimen Tributario Interno, 2010).  
 
 
3.16 PROFESORES (ARTÍCULO 21) 
 
Las remuneraciones percibidas por profesores y otros miembros del personal de 
enseñanza se tratan en el artículo 21 del Convenio, el tratamiento presentado en éste 
artículo para dichas rentas excluye cualquier retribución de las denominadas 
remuneraciones por servicios profesionales que son tratadas en el artículo 14 (Trabajos 
independientes).  
 
Las remuneraciones que percibieren los profesores y otros miembros del personal de 
enseñanza residentes de un Estado al comienzo de su estancia en el otro Estado, y que 
permanezcan temporalmente en este último Estado para enseñar o dedicarse a las 
investigaciones científicas en una Universidad u otra Institución de enseñanza 
oficialmente reconocida durante un período que no exceda de dos años, solo pueden 
someterse a imposición en el primer Estado. 
 
La disposición presentada en el párrafo anterior no se aplica a las remuneraciones 
recibidas por la realización de trabajos de investigación, si tales trabajos son efectuados 
principalmente en interés particular de una o varias personas. 
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Con el fin de clarificar el procedimiento a seguir en este tipo de casos a continuación se 
plantea un caso que ejemplifica la aplicación del Convenio: 
 
La Universidad Católica Politécnica del Ecuador, institución de educación superior 
domiciliada en la ciudad de Quito, contrata los servicios de docencia del ciudadano 
residente español Camilo José Cela para que imparta la materia de Literatura española 
contemporánea en la Facultad de Comunicación, Lingüística y Literatura durante el 
primer semestre académico 2013-2014. En total el señor Cela permanecerá en Ecuador 
durante 150 días. Por sus servicios el señor Cela recibirá en total la cantidad de 10.000 
dólares americanos.  
 
En virtud de lo establecido en el Convenio el Sr. Cela deberá tributar exclusivamente en 
su país de residencia, conforme está establecido en el artículo 21 (Convenio entre 
Ecuador y España, 1993). El tiempo de permanencia del profesor Cela es inferior a dos 
años y él ha presentado a la Universidad Católica Politénica del Ecuador su certificado 
de residencia fiscal emitido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria española 
debidamente apostillado. Con estos requisitos cumplidos la Universidad Católica 
Politécnica no debe realizar la retención en la fuente de Impuesto a la Renta. 
 
Sin embargo, en caso de que no fuera posible aplicar lo establecido en el Convenio por 
cualquier motivo, sería necesario incluir un rubro adicional denominado gross up en la 
liquidación de compras de bienes y de servicios. Este rubro corresponderá al valor de la 
retención que se debe realizar al tratarse de un pago a una persona natural no residente. 
Éste valor por gross up incrementa el costo del servicio; y está previsto de modo que 
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después de realizar la retención en la fuente de impuesto a la renta el proveedor no se vea 
afectado y reciba el importe original pactado por sus servicios, además es necesario 
considerar que el valor incurrido por gross up es un gasto no deducible de impuesto a la 
renta conforme lo establecido en el artículo 30 del Reglamento (Reglamento Ley de 
Régimen Tributario Interno, 2010). Para este ejemplo el cálculo sería el siguiente: 
 
Valor a pagar 10,000.00 
Gross up 2,820.51 
Valor liquidación 12,820.51 
IVA 1,538.46 
Total liquidación 14,358.97 
 
 
 
De este modo el valor de la factura coincide con el valor a pagar al Sr. Cela después de 
realizada la retención del 100% de IVA conforme lo establecido en la Resolución 124 
publicada en el Suplemento del Registro Oficial 263 del 30 de enero de 2008 (Servicio 
de Rentas Internas, 2008); y la retención del 22% de impuesto a la renta conforme está 
establecido en el artículo 4 de la Resolución 787 del SRI publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial 346 el 2 de octubre del 2014 (Servicio de Rentas Internas, 2014).  
 
A continuación se presenta un cuadro comparativo que utiliza los dos escenarios 
planteados, la primera columna muestra el manejo financiero obtenido gracias a la 
aplicación del artículo 14 del Convenio y el segundo escenario contempla la no 
utilización del convenio y refleja el impacto económico causado: 
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Cuadro 9: Ejemplo artículo 21 
 
Remuneración total del Sr. Cela:   
 $ 10,000.00  
   
 
 
Aplicando el 
convenio 
 
Sin 
aplicación 
del convenio 
Valor a pagar        10,000.00  
 
10,000.00 
Gross up                       -    
 
2,820.51 
Valor liquidación        10,000.00  
 
12,820.51 
IVA          1,200.00  
 
1,538.46 
Total liquidación        11,200.00  
 
14,358.97 
    Retención 22% de I.R.                       -    
 
(2,820.51) 
Retención 100% de IVA        (1,200.00) 
 
(1,538.46) 
Pago al proveedor        10,000.00  
 
10,000.00 
    Gasto total real:        10,000.00    12,820.51 
Porción deducible        10,000.00  
 
10,000.00 
Porción no deducible                       -    
 
2,820.51 
 
Ahorro bruto 2,820.51 
 15% Part. Trabajadores (423.08) Efecto en el incremento de Part. Trabajadores por un menor gasto 
22% Impuesto a la renta 93.08 Efecto por la deducción adicional de I.R. por Part. Trabajadores 
Ahorro neto 2,490.51 
  
 
 
3.17 OTRAS RENTAS (ARTÍCULO 22) 
 
El artículo 22 del Convenio presenta el tratamiento que se le debe dar a las rentas que no 
están mencionadas en ninguno de los otros artículos, para lo cual indica que las rentas de 
un residente de un Estado, cualquiera que sea la procedencia de las mismas, que no estén 
mencionadas en los demás artículos del Convenio, sólo pueden someterse a imposición 
en dicho Estado. 
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Lo dispuesto por este artículo no se aplicará a las rentas que no sean las procedentes de 
bienes inmuebles, cuando el beneficiario de dichas rentas, residente de un Estado, ejerza 
en el otro Estado una actividad industrial o comercial por intermedio de un 
establecimiento permanente que esté situado en este otro Estado, con el que el derecho o 
propiedad por los que se pagan las rentas estén vinculados efectivamente. En este caso, 
se aplicarán las disposiciones del artículo 7 correspondiente a beneficios empresariales 
(Convenio entre Ecuador y España, 1993). 
 
3.18 PATRIMONIO (ARTÍCULO 23) 
 
Dentro del artículo 23 se presenta el tratamiento que se le debe dar a los tributos a los que 
se someta el patrimonio de una persona, entendiéndose como persona tanto a personas 
naturales o físicas como a personas jurídicas. El patrimonio constituido por bienes 
inmuebles comprendidos en el artículo 6 que posea un residente de un Estado y que estén 
situados en el otro Estado puede someterse a imposición en este otro Estado. 
 
El patrimonio constituido por bienes muebles que formen parte del activo de un 
establecimiento permanente que una Empresa de un Estado tenga en el otro Estado, 
puede someterse a imposición en este otro Estado. 
 
Por otro lado, el patrimonio constituido por buques explotados en tráfico internacional, 
así como por bienes muebles afectos a la explotación de tales buques solo puede 
someterse a imposición en el Estado en que esté situada la sede de dirección o de 
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administración efectiva de la empresa. Todos los demás elementos del patrimonio de un 
residente de un Estado solo pueden someterse a imposición en este Estado.  
 
En cuanto a la aplicación práctica de este artículo es importante mencionar que en 
Ecuador no existe, hasta la fecha de la elaboración de este trabajo, un impuesto que grave 
el patrimonio de las personas directamente. Por este motivo los bienes patrimoniales que 
tenga una persona ecuatoriana en España estarán sometidos a imposición en España 
conforme la legislación española; mientras que los bienes que una persona española 
tenga en Ecuador deberán someterse a imposición en Ecuador, en vista de que en 
Ecuador no existe un impuesto que los grave, éstos no estarían sometidos a imposición.
  
 
 
4 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
4.1 CONCLUSIONES 
 
 Se concluye que la redacción del Convenio para evitar la doble imposición entre 
Ecuador y España es bastante compleja y no de fácil comprensión, lo que provoca 
en muchos artículos determinadas confusiones las mismas que deben ser absueltas 
por la administración tributaria central vía la presentación de la consulta tributaria 
correspondiente. 
 
 La correcta aplicación del Convenio para evitar la doble imposición, firmado entre 
la República del Ecuador y el Reino de España, provee a los contribuyentes varios 
beneficios fiscales que se podrían traducir en ahorros importantes al momento de 
ejecutar transacciones entre ambos países.  
 
 El Convenio, debido a lo dicho anteriormente, fomenta considerablemente los 
negocios entre ambos países, ya que mayormente adquirir servicios, a un país con 
el cual Ecuador ha firmado un Convenio para evitar la doble tributación, será más 
atractivo económicamente que recibir servicios de un país con el cual no existe un 
tratado de este tipo. 
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 La conclusión final de este trabajo consiste en un modelo matemático que permite 
determinar con una gran precisión el ahorro que se obtendría al aplicar los 
artículos del Convenio en la imposición de las transacciones que se realicen con 
España, de modo que sea posible comparar realmente el costo de un servicio 
recibido de un proveedor español con otros; o simplemente analizar si resulta 
económicamente más conveniente acogerse a las disposiciones del convenio o no 
hacerlo. A continuación el modelo planteado como resultado de este trabajo de 
investigación: 
 
 
𝐴 = {
∑𝐺0 ∙ (𝑡 − 𝑖)
(1 − 𝑡) ∙ (1 − 𝑖)
∙ [1 − 𝑃(1 − 𝑡)]} + {
∑𝐺5 ∙ (𝑡 − 𝑖)
(1 − 𝑡)(1 − 𝑖)
∙ [1 − 𝑃(1 − 𝑡)]}
+ {
∑𝐺10 ∙ (𝑡 − 𝑖)
(1 − 𝑡)(1 − 𝑖)
∙ [1 − 𝑃(1 − 𝑡)]} − 𝐶[1 − 𝑃(1 − 𝑡) − 𝑡] 
 
 
Dónde: 
G0 = Gastos incurridos en el exterior que conforme el Convenio no deben estar 
sometidos a imposición en Ecuador. 
G5 = Gastos incurridos en el exterior que conforme el Convenio deben estar sometidos a 
imposición en Ecuador por un impuesto máximo del 5% 
G10 = Gastos incurridos en el exterior que conforme el Convenio deben estar sometidos 
a imposición en Ecuador por un impuesto máximo del 10% 
t = Tarifa de impuesto a la renta vigente para sociedades 
A = Ahorro total anual alcanzado 
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i = Porcentaje de impuesto según el gasto conforme establece el Convenio (0%, 5% o 
10%) 
P = Porcentaje de participación laboral 
C = Costo del certificado de pertinencia de gastos de auditores independientes 
*Aplica únicamente para sociedades. 
**El ahorro identificado como resultado es neto de impuesto a la renta y participación 
laboral 
***El modelo asume la necesidad de realizar un gross up en los casos en que el impuesto 
pagado en Ecuador es mayor al 0%. 
 
4.2 RECOMENDACIONES 
 
 Es recomendable utilizar el modelo planteado en las conclusiones del presente 
trabajo, antes de acogerse a los beneficios planteados por el convenio, para 
determinar si efectivamente resulta beneficioso en términos económicos, aplicar el 
Convenio frente a no hacerlo. 
 
 En caso de aplicar las disposiciones contenidas en los artículos del Convenio es 
importante contar con todos los requisitos que están establecidos en la Ley de 
Régimen Tributario Interno y que se analizan a profundidad en el segundo capítulo 
del presente trabajo, principalmente el certificado de residencia fiscal y el 
certificado de pertinencia de gastos emitido por una firma de auditores 
independientes; ambos deben encontrarse apostillados para ser válidos en Ecuador. 
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 Tanto la administración tributaria como los gremios profesionales deben difundir o 
implementar cursos de capacitación y entendimiento del contenido del Convenio 
para evitar la doble tributación con España, debido a la complejidad en la 
redacción del mismo, que puede prestarse para una doble interpretación. 
 
 Debido a la naturaleza de constante cambio que tiene la normativa fiscal es muy 
importante realizar una comprobación de la vigencia de los recursos legales 
locales utilizados en el análisis de cada artículo del Convenio, antes de proceder a 
aplicarlos, en especial en lo que se refiere a la Ley de Régimen Tributario Interno 
y su Reglamento de Aplicación. 
 
 En el caso de Industrias con mayor regulación que pueden tener reglamentos 
específicos de aplicación, como es el caso de la industria hidrocarburífera en 
Ecuador, es importante considerar las disposiciones especiales a las que éstas 
industrias se rigen. 
 
 Si bien se ha identificado un alto nivel de similitud entre la gran mayoría de 
Convenios Internacionales en materia de doble imposición que Ecuador mantiene 
con otros países, especialmente debido a que dichos Convenios han surgido del 
Modelo de Convenio emitido por la OCDE, es importante revisar los porcentajes 
planteados en cada artículo de cada Convenio, para cada caso, ya que éstos 
podrían variar. 
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ANEXOS 
 
 Anexo 1: Formulario SRI de Solicitud de Certificado de Residencia Fiscal 2013 
 Anexo 2: Ejemplo de Certificado de Residencia Fiscal Ecuador 
 Anexo 3: Formulario de Solicitud Certificado de Residencia Fiscal España 
 Anexo 4: Ejemplo de Certificado de Residencia Fiscal España 
 Anexo 5: Certificado de pertinencia de gastos China 
 Anexo 6: Listado de países suscritos al Convenio de la Haya 
 Anexo 7: Certificado de Residencia Fiscal Repsol S.A. 
 Anexo 8: Requisitos para obtener el RUC 
 Anexo 9: Propuesta de servicios para la elaboración de un certificado de Pertinencia 
de Gastos 
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